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En el ámbito de las ciencias jurídicas la justicia se puede decir que es dar a cada 
cual lo que le corresponde, pero ahora para traer esto al contexto del conflicto 
armado interno que vive Colombia, ha llegado el tiempo de dar a las víctimas, es 
decir una reparación. La agenda nacional ha puesto de tema principal la 
superación del conflicto armado interno y con ello construir el camino hacia la paz 
ya que al reparar a las víctimas de igual forma se conduce a la justicia y se obtiene 
finalmente la paz. 
La situación ha sido compleja y se ha posterga por más de 45 años, un  camino 
del olvido de la guerra es lo que se quiere empezar a construir, el conflicto  ha sido 
el recuerdo más antiguo de la mayoría de los colombianos, hoy se desea 
transformar ese hecho;  La paz en el Estado de Colombia es un derecho 
fundamental que se encuentra consagrado en el artículo 22 de la constitución 
política de 19912, pese a esto se ha ejecutado por más de medio siglo un conflicto 
armado interno en esta República, causando víctimas de desplazamiento forzado 
con miles de muertos, miles de desaparecidos, y cientos de miles de víctimas de 
toda índole3.  
Solo con el ánimo de ejemplificar uno de esos conflictos se encuentran las  
víctimas  del conflicto entre el gobierno y las Farc, actualmente el gobierno 
nacional, presidido por el presidente Juan Manuel Santos y los delegados de las 
fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-ejercito del pueblo, expresaron su 
voluntad mutua para llegar a un acuerdo para poner fin y revesar los efectos del 
conflicto, dando inicio a las conversaciones desde el día 18 de octubre de 2012 en 
la cuidad de Oslo, capital del Reino de Noruega y concluyendo el 24 agosto de 
2016 en la Habana Cuba. 
Con este propósito se quieren cambiar las condiciones que dieron origen en 
primer lugar al conflicto armado entre estas partes en Colombia, contribuyendo así 
a la satisfacción de derechos fundamentales que han sido vulnerados a la 
                                            
2 Constitución Política de Colombia Articulo 22  
3 Corte constitucional Sala de Revisión No.4,  Sentencia T -330 de 2006 28 de abril de 2006, M.P Dr. 
JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO, Expediente T- 1315869. 
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población víctima y sobre todo a la no repetición, para ello se requiere la presencia 
eficaz y fuerte por parte del Estado en todo el territorio nacional4. 
Dicho de otra manera, lo complejo de la  situación y su prolongación en el tiempo, 
han requerido la intervención no solo del Gobierno colombiano sino del conjunto 
de las instituciones del Estado y además de la Comunidad Internacional, pese a 
los avances realizados por la legislación al reconocer la vulnerabilidad a la que 
están expuestas esta población, situación que fue declarada  en 2004 por la corte 
constitucional como propia de un estado de cosas inconstitucional5 mediante las 
sentencias No. T-227 DE 19976, SU- 1150 de 20007 y T- 025 de 2004. 
 Por una parte, reconociendo el desplazamiento forzado como una emergencia 
social de orden nacional, que se encuentra en  cabeza del  Estado  la 
responsabilidad de orientar las directrices que determinan, la formulación de las 
políticas públicas  para su prevención y atención y como ya se expresó la 
declaración de estado de cosas inconstitucionales, además de ser un crimen de 
lesa humanidad que tiene un carácter sistemático con una cifra 6.459.5018 según 
reporta el RUV (Registro Único de Victimas) en el año 2014 en el mes de 
diciembre.  
Ahora que ya se manejó un esquema general se quiere enfocar la investigación 
hacia una de las medidas de protección del fenómeno del desplazamiento forzado, 
sobre protección de bienes inmuebles rurales de la población víctima del conflicto 
armado estudiado desde diferentes aspectos jurídicos, como lo son la ley 387 de 
1997, ley 1448 de 2015, sentencia T-227 de 19979, SU - 1150 de 200010 Y T- 025 
2004, donde dan estudio a esta problemática social, para así plantear desde 
diferentes disciplinas orientar las estructuras e insumos en la formulación de 
políticas públicas, para atender a la población víctima. 
                                            
4 Acuerdo de paz entre el gobierno de Colombia y las Farc, Disponible en Internet, URL: 
http://www.acuerdodepaz.gov.co/ 
 
6 Corte Constitucional Sala de Revisión N 7, sentencia T - 227 de 5 mayo 1997, M.P ALEJANDRO 
MARTÍNEZ CABALLERO, Exp. T- 116357. 
7 Corte Constitucional Sala plena, sentencia SU- 1150 del 30 agosto 2000, M.P EDUARDO 
CIFUENTES MUÑOZ, expedientes acumulados T- 201615, T- 254941 
8 Cifra Ruv (Registro Único de Victimas), Disponible en Internet, URL: 
http://rni.unidadvictimas.gov.co/reportes 
9 Corte Constitucional Sala de Revisión N 7, sentencia T - 227 de 5 mayo 1997, M.P ALEJANDRO 
MARTÍNEZ CABALLERO, Exp. T- 116357. 
10 Corte Constitucional Sala plena, sentencia SU- 1150 del 30 agosto 2000, M.P EDUARDO 
CIFUENTES MUÑOZ, expedientes acumulados T- 201615, T- 254941 
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Se abordara el deslazamiento forzado desde uno de sus factores más importantes 
que es la tierra, con el propósito de colaborar y atender los requerimientos de la 
población rural que está sometida a esto y con esto se puedan visualizar si los 
mecanismos existentes son efectivos en la actualidad, de igual forma teniendo 























1 PROBLEMA, HIPÓTESIS, OBJETIVOS 
 
1.1 Planteamiento del problema 
La población desplazada por la violencia dentro de sus problemáticas se 
encuentra las violaciones a sus derechos civiles, económicos, políticos y sociales; 
del cual hace parte la violación al derecho a la tierra, que es en gran medida su 
medio de subsistencia y por el hecho de ser pobladores rurales, su hogar. Grupos 
familiares desplazados llegan a la ciudad abandonando sus predios rurales, 
predios que quedan inmediatamente desprotegidos y a disposición de los grupos 
armados al margen de la ley, o por otro lado a disposición de poseedores de 
buena y mala fe que pueden adquirir el bien por prescripción adquisitiva. 
Motivo por el cual se siguen realizando estos actos de lesa humanidad, es la 
oportunidad propicia para los grupos armados para acumular tierras y materializar 
los objetivos e interese que tengan trazados.  
En este orden de ideas el estado colombiano en cumplimiento de un mandato 
constitucional crea mecanismos y acciones para la protección y restitución del 
derecho sobre el predio rural que ha sido abandonado por la victima de 
desplazamiento, de igual forma también es motivo de estudio el derecho que 
ejerce el poseedor de buena fe, el cual ha hecho mejoras y tiene la expectativa 
que le sea adjudicado, la tenencia y aprovechamiento para producir alimentos que 
demanda la comunidad y abastecer el núcleo familiar. 
Es de esta forma que el propietario a pesar de tener el derecho de dominio sobre 
el predio ve desvanecer las facultades y atributos que la ley le ha  otorgado, estas 
acciones y mecanismos de protección de naturaleza administrativa se crean como 
respuesta a los vacíos  jurídicos de la justicia  ordinaria, frente a estas situaciones 
especiales derivadas del conflicto armado interno en Colombia.  
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Sin embargo estas medidas de protección no son un tema novedoso en el año 
1997 con la ley 387 de 199711 se dio inicio al proyecto tierras, dentro del esquema 
para la atención a la población desplazada con  la Red de Solidaridad Social se 
les incluía en los programas  de tierras y patrimonio proveyendo un marco de 
protección jurídica para los predios abandonados por la violencia, a continuación 
con la ley 1448 de 2011 le entrego al Instituto Colombiano de Desarrollo Rural -  
INCODER la responsabilidad de  administrar el registro único de predios 
abandonados, Además las alcaldías a través de los alcaldes se les encargo la 
responsabilidad jurídica de realizar la inscripción individual de los predios, fueron 
varios los cambios establecidos para la protección de predios en un lapso de 
tiempo corto.  
Posteriormente con el Decreto 2365 de 2015 Se le entregan  las funciones de 
protección de predios a la Unidad de Restitución de Tierras - URT - ya que tiene 
por objeto gestionar el acceso a tierras como factor productivo y lograr la 
seguridad jurídica sobre esta. 
En este orden de ideas la URT se creó a través del decreto del  2366 de 201512, 
como autoridad para ejecutar la Política de Ordenamiento Social de la prosperidad 
Rural formulada por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo rural,  los comités 
territoriales de justicia transicional que se habían creado por la ley 387   
autorizaban la inscripción en el registro de protección colectiva. Sin embargo con 
la reforma se elimina esta protección colectiva, para pasar a proteger los predios 
de las personas víctimas por  medio de protección individual, esto establecido en 
el Decreto 2051 de 2016.13 
Ahora bien, si es un mismo procedimiento ¿por qué hay tantas reformas? Como 
tiene planteada la Unidad de Restitución de Tierras el procedimiento de la 
protección de predios rurales, Que consecuencias tiene la medida de protección 
                                            
11 Ley 387 de  1997, Diario Oficial No. 43.091, de 24 de julio de 1997, Por la cual se adoptan 
medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y 
estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la República de 
Colombia. 
 
12 DECRETO 2366 DE 2015. (diciembre 7). Diario Oficial No. 49.719 de 7 de diciembre de 2015. Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural. 
13 DECRETO 2051 de 2016 de 15, Diario oficial. año clii. n. 50088. 15, diciembre, 2016. Pág. 6. de 
diciembre por el cual se adiciona un Capítulo al Título I de la Parte 15 del Decreto número 1071 de 2015, 
Único Reglamentario del Sector Administrativo, Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural, en lo 




sobre el predio. Estos son cuestionamientos que se quieren disipar a medida que 
se avance la investigación.  
1.1.1 Delimitación del problema 
Delimitación temporal: 2011-2016. 
Delimitación espacial: Bogotá D.C. 
Delimitación conceptual:  
Desplazamiento forzado: “Es desplazado toda persona que se ha visto forzada a 
migrar dentro del territorio nacional abandonando su localidad de residencia o 
actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su 
seguridad o libertad personal han sido vulneradas o se encuentran directamente 
amenazadas, con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones:  conflicto 
armado interno, disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, 
violaciones masivas de los derechos humanos, infracciones al derecho 
internacional humanitario u otras circunstancias emanadas de las situaciones 
anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden público.”14  
Víctima del conflicto armado: Aquella persona que individual o colectivamente 
hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1 de enero de 1985, como 
consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario, ocurridas con 
ocasión del conflicto armado interno.15  
Conflicto armado interno: comprende las acciones armadas en el interior de un 
estado que dan lugar  a hostilidades dirigidas contra un gobierno legal, que 
presentan un carácter colectivo y un mínimo de organización.16 
Persona desplazada: se caracteriza esencialmente por la coacción  violenta 
ejercida en la persona para abandonar un determinado lugar, de igual forma el 
                                            
14 Congreso de la Republica de Colombia, Ley 387 de 18 de Julio de 1997, “ Por la cual se adoptan 
medidas para la prevención de desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y 
estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la República de 
Colombia”, Diario Oficial No. 43.091, de 24 de julio de 1997, Articulo 1 
15 Ley 1448 de 2011 articulo 3  
16 Convenios de Ginebra de 1949  
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individuo también es sujeto pasivo de un hecho violento, este desplazamiento se 
debe producir dentro del territorio nacional.17 
Es necesario estudiar el impacto que esas medidas adoptadas por el Gobierno 
han tenido en la sociedad, razón por la cual se formula la siguiente pregunta de 
investigación: 
1.1.2 Formulación del Problema 
¿Cuál ha sido el impacto jurídico, reflejado en la Unidad de Restitución de Tierras 
y las reformas jurídicas, con relación a los resultados de investigaciones y 
estrategias adelantadas sobre protección de bienes inmuebles rurales de la 
población víctima del conflicto armado interno en el delito de desplazamiento 
forzado? 
1.2 Hipótesis. 
Para determinar el impacto que ha producido la Unidad de Restitución de Tierras 
las investigaciones y estrategias sobre protección de los bienes inmuebles rurales 
de la población víctima de desplazamiento del conflicto armado interno en el delito 
de desplazamiento forzado, es necesario analizar si las políticas, estrategias y 
procedimientos planeados han tenido o tienen la eficacia esperada. 
1.3 OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
Objetivo General 
Determinar el impacto jurídico de las estrategias de gobierno y políticas públicas 
adoptadas por la Unidad de Restitución de Tierras para proteger los bienes 
inmuebles rurales de la población víctima de desplazamiento del conflicto armado 
interno que se ha desplazado. 
Objetivos específicos 
 Investigar cuáles han sido las estrategias de la Unidad de Restitución de 
Tierras adoptadas en la delimitación de tiempo planteada. 
 
                                            
17 Sentencia T- 832 del 2014 
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 Identificar los factores que influyen en el crecimiento de la tasa de 
desplazamiento forzado y con la cual se ven en la obligación de activar el 
mecanismo de protección de los bienes inmuebles abandonados, 
despojados o en peligro de abandono. 
 
 
 Estudiar las estadísticas publicadas por organismos competentes e idóneos 
que visualicen la eficacia de las estrategias adoptadas por el Gobierno. 
 
 Analizar las encuestas de las entidades competentes que han realizado a la 
población victima con el fin de hallar la percepción de eficacia que se tiene 
sobre las estrategias adoptadas por el Gobierno y el Sistema Nacional de 
Atención y Reparación Integral a las Victimas.  
 
 
 Realizar entrevista a funcionario del Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural, para indagar las estrategias y directrices al Sistema Nacional de 
Atención y Reparación Integral a las Victimas -SNARIV-. 
 
1.4  EPIGRAFE 1.  
ANTECEDENTES DE INVESTIGACIÓN 
El proceso empleado en este caso para la recolección de la información que 
reposa en diversas fuentes digitales, a continuación se procede a iniciar una 
búsqueda y recuperación de información que reposa en bases de datos como 
ProQuest  donde se evidenciara el manejo de artículos científicos y por otro lado, 
otro medio de búsqueda fue Dialnet mecanismo que fue de gran ayuda a la hora 
de investigar las revistas científicas.  
En cuanto a las estadísticas se acude a información de organismos que estudian 
el tema protección de bienes inmuebles rurales de la población víctima del 
conflicto armado interno a nivel internacional o a nivel nacional, esto permite que 




Tesis protección de las tierras de la población desplazada 
Jenny Fabiola Páez Vargas, Universidad del Rosario, maestría en derecho 
administrativo Bogotá, 2009. 
Con esta primera investigación se pudo acercar a los mecanismos de protección 
que tiene la legislación respecto de los predios que han sido abandonados o 
despojados por fuerzas militares al margen de la ley, de igual forma un 
acercamiento temprano a los fundamentos de derecho internacional. De otra 
parte, en lo que respecta particularmente a la población indígena, que también es 
víctima de desplazamiento forzado en Colombia donde hizo énfasis al convenio 
169 de 1989 de la audite "sobre pueblos indígenas y tribales en países 
independientes",  
En este orden de ideas les otorga una especial obligación a los estados de 
proteger a la población indígena en sus derechos y de garantizar su integridad. En 
ese sentido, alienta al estado para que se reconozcan y protejan efectivamente los 
derechos de propiedad y posesión de las comunidades sobre las tierras que 
habitan tradicionalmente. 
Tesis acciones especiales para la protección de bienes inmuebles rurales  
Diego de Jesús Vargas Cifuentes, universidad industrial de Santander. 
Bucaramanga, 2016. 
Una de los aportes clave de esta investigación es que a través de la resolución 
2364 de 2015 del MADR se individualizaron ciertos grupos de objetos. Sin duda 
alguna, el artículo cincuenta y dos de la misma resolución incluye otra importante 
disposición relacionada con el tema desde el punto de vista humanitario; pues, se 
complementa con el artículo catorce de la resolución ya citada, el cual está 
destinado a preservar contra todo tipo de ataque, destrucción o inutilización los 
“bienes indispensables para la supervivencia de la población civil, tales como los 
artículos alimentarios y las zonas agrícolas que los producen, las cosechas, el 
ganado, las instalaciones y reservas de agua potable y las obras de riego. 
Pero no es ésta la única norma que puede servir de orientación para lograr una 
legislación interna realmente humanitaria. Así, mediante el primer párrafo del 
artículo cincuenta y dos del Protocolo I de 1997, se prohibió a los beligerantes 
atacar los bienes civiles. Mediante esta disposición se amplió el sentido de 
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protección a los bienes, partiendo de la presunción de la “índole civil” de ciertos 
bienes al margen del conflicto. 
2.3.1 Revista e instituciones  
1 Revista de Estudios Sociales, Universidad de los Andes. 
Autor: Gloria Abadía18. 
Título: Desplazamiento Forzado. Un estudio de caso del delito de desplazamiento 
de personas en Colombia 
Fase Heurística: Esta investigación publicada en 2012, es un documento de 
actualidad, fue realizada tomando con base al cambio que introduce el decreto 
250 de febrero 7 de 2005 que fija al delito de desplazamiento forzado como 
infractor  del bien jurídico de la libertad, estudiando la autonomía y la libertad 
individual, por lo tanto la investigación se compone de un lado, de un estudio de la 
legislación; y por otro,  la aplicación de esta legislación en la práctica judicial del 
país. 
Fase Hermenéutica: En su contenido este documento revela que en la práctica 
judicial colombiana se tiende a estigmatizar a la población víctima y se piden 
requisitos que en ocasión no cuentan los ciudadanos para la  protección de bienes 
inmuebles rurales de la población víctima del conflicto armado interno, y por lo 
tanto se  impide acceder  a este mecanismo,  existe un consentimiento en la 
práctica de este fenómeno. El criterio diferenciador entre la protección y el 
desplazamiento de personas que contiene este documento es fundamental para 
examinar la eficacia de las estrategias adoptadas por el Gobierno, pues este es un 
punto de análisis que es relevante para comparar la semántica con la dinámica de 
la realidad. 
2 Revista de Derecho, Universidad del Rosario. 
Autores: Beatriz Londoño, Antonio Varón y Beatriz Luna19.  
                                            
18 ABADÍA, Gloria. Usos y abusos del sistema penal. Su uso como forma de emancipación 
femenina: un estudio de caso del delito de trata de personas en Colombia*/Uses and Abuses of the 
Criminal Justice System Regarding Feminine Emancipation: A Case Study of the Crime of 




Título: protección de bienes inmuebles rurales: Hacia la aplicación de estándares 
internacionales para la prevención, judicialización, protección y asistencia integral 
a las víctimas en Colombia. 
Fase Heurística: Esta investigación publicada en 2012 realizada la ayuda y 
colaboración directa de la Oficina de las Naciones Unidas Contra la Droga y el 
Delito (UNODC) recopila los estándares internacionales que se han emitido en 
materia de protección de bienes inmuebles rurales de la población víctima del 
conflicto armado interno y realiza finalmente una crítica constructiva y propositiva 
frente a las leyes que se han expedido en Colombia sobre el tema, ya que en 
muchos casos los autores del conflicto armado hacen uso de estos predios para 
cultivar drogas ilícitas y de esta forma sustentar económicamente sus actos 
delictivos. 
Fase Hermenéutica: En su contenido realiza recomendaciones mediante las 
conclusiones a las que se llega al finalizar la investigación, estas 
recomendaciones se realizan desde la perspectiva de Derechos Humanos, lo que 
de una manera crítica aporta a la construcción y adopción de estrategias de 
Gobierno que adopte Colombia, razón por la cual su aporte al estudio es  eficaz y 
pertinente para las leyes y los planes adoptados por el Gobierno para combatir el 
delito de desplazamiento de población víctima del conflicto armado interno 
3 Derecho Penal y Criminología, Universidad Externado. 
Autor: Agustina Skulj20 
Título: El control de protección de bienes inmuebles rurales de la población víctima 
del conflicto armado interno en el ámbito de las políticas contra el desplazamiento 
forzado 
Fase Heurística: Esta investigación publicada en 2011 pretende reexaminar la 
política de seguridad en la cual se expiden las normas y regulaciones de 
protección de bienes inmuebles rurales de la población víctima del conflicto 
armado interno, pues esto no genera un estudio que sea suficientemente amplio 
                                                                                                                                     
19 LONDOÑO, Beatriz; VARÓN Antonio, et. Al. El delito de trata de personas: hacia la aplicación de 
estándares internacionales para la prevención, judicialización, protección y asistencia integral a las 
víctimas en Colombia. Bogotá: Doctrina y Ley. P. 89. 
20 SKULJ, Agustina Iglesias. El control penal de las trabajadoras del sexo en el ámbito de las 
políticas contra la trata de mujeres con fines de explotación sexual (el caso español). En: 
DERECHO PENAL y CRIMINOLOGÍA. vol. 32, no. 92, p. 85. 
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para que pueda ser acorde con la perspectiva de los derechos humanos. Ya que 
sin lugar a duda las estadísticas no encuentran reflejada la realidad de la situación 
vivida en el país. 
Fase Hermenéutica: En su contenido ofrece una visión de los factores de 
soberanía, de formas de trabajo y de ciudadanía que permite hacer un análisis 
transversal al tema de protección de bienes inmuebles rurales de la población 
víctima del conflicto armado interno, pues si se estudia la base del fenómeno se 
podrá estudiar igualmente de manera crítica la eficacia de las estrategias 
adoptadas por el Gobierno. 
4 Educación siglo  XXI, Universidad Nacional de Educación a Distancia. 
Autores: Ana González y Montserrat Sánchez21. 
Título: La relación educativa con la población víctima del conflicto armado interno: 
la dimensión pedagógica de la intervención 
Fase Heurística: Esta investigación publicada en 2014 recoge por un lado los 
relatos de las mujeres que por infortunio han terminado siendo víctimas del delito 
objeto de estudio, y por otro lado la posición y visión de especialistas en el tema 
psicológico y teóricos en el tema de desplazamiento de personas. Con lo anterior 
esta investigación pretende lograr un acercamiento entre las víctimas y los 
expertos en el tema para trabajar el punto de la autoestima, la responsabilidad y la 
toma de conciencia. 
Fase Hermenéutica: El acercamiento con la víctima que logra la investigación, 
ofrece para el estudio de la eficacia de las estrategias del Gobierno la cercanía 
que es necesaria en todo estudio socio jurídico. 
6. Psicología Conductual, Fundación VECA 
Autores: Enrique Echeburúa, Belén Sarasua e Irene Zubizarreta22. 
                                            
21 GONZÁLEZ, Ana Ayuste y SÁNCHEZ, Montserrat Payá. La relación educativa con mujeres en 
contextos de prostitución: La dimensión pedagógica de la intervención (The educational 
relationship with women in prostitution contexts: The pedagogical dimension of the intervention). 
En: EDUCACIÓN XX1. vol. 17, no. 1, p. 291-308. 
22 ECHEBURÚA, Enrique, et al. Tratamiento psicológico de mujeres víctimas de agresiones 




Título: Tratamiento psicológico de mujeres víctimas de desplazamiento forzado 
recientes y no recientes en la vida adulta 
Fase Heurística: Esta investigación publicada en 2013 es un estudio realizado en 
138 víctimas (107 víctimas recientes de la agresión y 31 de ellas víctimas de una 
agresión no-reciente), se les somete a una terapia de 10 sesiones en las cuales se 
observa que las víctimas no-recientes abandonan el tratamiento, sin embargo, se 
visualiza en la investigación la posibilidad de promover ese tipo de terapias. 
Fase Hermenéutica: En su contenido aporta datos que son relevantes para la 
investigación de la eficacia de las estrategias adoptadas por el Gobierno porque 
combatir el delito de desplazamiento de personas se compone de una triple 
vertiente, por un lado, la prevención, por otro la lucha contra el crimen y por último 
la reparación  de quienes han sido víctimas de ese flagelo, es este último punto  la 
investigación de referencia aporta un gran contenido de estudio al ser transversal 
con el estudio legislativo de las políticas de reparación integral a las víctimas del 
conflicto interno 
7 Revista Económica del Rosario, Universidad del Rosario. 
Autor: Laura Rueda23. 
Título: La violencia sicológica contra las mujeres en Colombia 
Fase Heurística: Esta investigación publicada en 2011 se basa en la Encuesta 
Nacional de Demografía y Salud para determinar factores que son relevantes en la 
violencia sicológica contra las mujeres. 
Fase Hermenéutica: En su contenido el aporte que hace a la eficacia de las 
estrategias de Gobierno radica en que la misma es descriptiva en cuanto a los 
factores que influyen en la violencia contra la mujer. 
8 Revista de Derecho, Universidad del Rosario. 
Autores: Beatriz Londoño, Antonio Varón y Beatriz Luna24.  
                                            
23 RUEDA, Laura. La violencia sicológica contra las mujeres en Colombia/Psycological violence 
against women in Colombia. En: REVISTA DE ECONOMÍA DEL ROSARIO. Jul-Dec 2011.vol. 14, 
no. 2, p. 165-188. 
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Título: protección de bienes inmuebles rurales: Hacia la aplicación de estándares 
internacionales para la prevención, judicialización, protección y asistencia integral 
a las víctimas en Colombia. 
Fase Heurística: Esta investigación publicada en 2012 realizada la ayuda y 
colaboración directa de la Oficina de las Naciones Unidas Contra la Droga y el 
Delito (UNODC) recopila los estándares internacionales que se han emitido en 
materia de protección de bienes inmuebles rurales de la población víctima del 
conflicto armado interno y realiza finalmente una crítica constructiva y propositiva 
frente a las leyes que se han expedido en Colombia sobre el tema. 
Fase Hermenéutica: En su contenido realiza recomendaciones mediante las 
conclusiones a las que se llega al finalizar la investigación, estas 
recomendaciones se realizan desde la perspectiva de Derechos Humanos, lo que 
de una manera crítica aporta a la construcción y adopción de estrategias de 
Gobierno que adopte Colombia, razón por la cual su aporte al estudio de la 
eficacia de las leyes y los planes adoptados por el Gobierno para combatir el delito 
de desplazamiento de población víctima del conflicto armado interno. 
9 Revista e institución: Opera, Universidad externado de Colombia 
Autor: Luis F. Aguilar25. 
Título: Política pública: una mirada al presente y al futuro 
Fase Heurística: esta investigación fue realizada con miras a la descripción de 
una problemática de las políticas públicas ejercidas en los últimos años ya que 
mira un tiempo donde abarca 16 años del ejercicio de estas políticas, donde no ha 
llegado a la población, y no hay encontrado eficacia en la realidad, estudian 
también las problemáticas del levantamiento de protección al predio rural de la 
población víctima y temas afines donde el sujeto pasivo es la población 
desplazada. 
Fase Hermenéutica: El artículo ofrece un panorama del pasado y del futuro de la 
disciplina de política pública, La tensión siempre presente en la elaboración de las 
                                                                                                                                     
24 LONDOÑO, Beatriz; VARÓN Antonio, et. Al. El delito de trata de personas: hacia la aplicación de 
estándares internacionales para la prevención, judicialización, protección y asistencia integral a las 
víctimas en Colombia. Bogotá: Doctrina y Ley. P. 89. 
25 AGUILAR, Luis. Política pública: una mirada al presente y al futuro. Guadalajara: Universidad de 
Guadalajara, 2012. P. 84. 
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políticas entre las consideraciones técnicas y las consideraciones políticas 
conduce a plantearse la cuestión sobre el concepto de la eficacia gubernamental o 
pública. En el artículo se ofrece un concepto nuevo de eficacia que va más allá del 
conocimiento técnico e integra los valores políticos como componente esencial. Es 
que lo que vamos a estudiar básicamente en nuestra investigación ver el problema 
descriptivo de la protección de bienes inmuebles rurales de la población víctima 
del conflicto armado interno en cuanto a las políticas públicas, de igual forma nos 
trae el análisis para la lucha de  los factores que producen y acentúan la condición 
de vulnerabilidad de las personas habitantes de predios rurales. 
Se concluye con una mirada al futuro de la disciplina señalando que el nuevo 
proceso de gobernar obligará a modificar métodos y prácticas convencionales del 
análisis de la política pública, abriendo mayor espacio a la participación ciudadana 
y a la interlocución entre gobierno y ciudadanía en la formulación e 
implementación de las políticas. Que es la solución principal a la problemática del 
desplazamiento forzado y en la activación del mecanismo de protección del predio 
rural, ya que existiendo políticas públicas no se hace un buen ejercicio de ellas. 
10 Journal of Criminal Law & Criminology Northwestern University School of 
Law 
Autor: Amy Shlosberg, Evan J. Mandery, Valerie West, and Bennett Callaghan26. 
Título: Expungement and Post-Exoneration Offending 
Fase Heurística: El nuevo orden Público, tanto en su perspectiva nacional como 
la internacional exige el respeto del ámbito de los Derechos Humanos, que se han 
erigido como pieza fundamental del derecho a nivel internacional, y a su vez una 
herramienta útil para esta investigación, viendo los principios en los que se basan 
la constitución del estado estadunidense siendo el  mejor estándar las garantías 
nacionales y de progresividad a nivel global, combatiendo delitos transnacionales 
como lo son el desplazamiento forzado y siendo fundamental la lucha conjunta de 
los países cercanos que se ven afectados. 
Fase Hermenéutica: No puede entenderse hoy el mismo orden público de 
espaldas a la normatividad constitucional y de igual forma también se necesita ser 
fundamentado y complementado con los Tratados Internacionales sobre Derechos 
                                            
26 SHLOSBERG, Amy, et al. EXPUNGEMENT AND POST-EXONERATION OFFENDING. En: 
JOURNAL OF CRIMINAL LAW & CRIMINOLOGY. Spring 2014.vol. 104, no. 2, p. 353-388 
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Humanos. Tan compleja simbiosis está apenas a medio camino de cumplirse; de 
hecho, se aplica muy deficientemente, toda vez que existen reglas de 
interpretación consignadas en los instrumentos internacionales que demandan un 
especial cuidado con su propia aplicación. 
En no pocas ocasiones se cree cumplir con los compromisos internacionales 
aplicando dichas normas, pero en el fondo el efecto puede ser contrario, si no se 
siguen correctamente las reglas de hermenéutica diseñadas para integrar la 
legislación de los Estados nacionales con el Orden Público Internacional de los 
Derechos Humanos. Como es el caso de desplazamiento forzado donde existen 
varios tratados internacionales pero su aplicación no es efectiva. 
11 Logos Ciencia y Tecnología Policía Nacional de Colombia 
Autor: Farid Samir Benavides Vanegas27. 
Título: Sujetos Invisibles, pensamiento Criminológico y Seguridad Ciudadana. 
Fase Heurística: La Revista Logos Ciencia & Tecnología, que nació a la vida 
científica en el segundo semestre del año 2009, ha cumplido a cabalidad con el 
objetivo se ha convertido en fuente de difusión, apropiación y uso del conocimiento 
como lo es la seguridad ciudadana, tratan temáticas tan susceptibles como lo son 
el despojo de predios rurales a población rural que a nivel nacional no manejan 
estadísticas reales debido a la falta de denuncias del mismo, ellos se encargan de 
describir la comisión desde las estadísticas de la fiscalía de las denuncias 
realizadas. 
Fase Hermenéutica: El texto nos acerca a una teoría feminista a una teoría de 
sexos en la criminología para luego mostrar su potencial crítico en dos campos en 
particular, el de la relación entre sexos y seguridad y el de la relación entre 
jóvenes y seguridad, el pensamiento criminológico y las políticas públicas que le 
siguen, ahondando en temas específicos como lo son el desplazamiento forzado y 
más específico en jóvenes, aportando a la investigación cifras recientes de la 
comisión del delito de desplazamiento forzado. 
La investigación desde la academia y desde el ámbito jurisprudencial, deben 
abordar esta problemática social que atañe a la población víctima de 
                                            
27 SAMIR, Farid. Sujetos Invisibles, pensamiento Criminológico y Seguridad Ciudadana. Madrid: 
Cataluña, 2013. P. 85. 
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desplazamiento forzado, estudiado desde uno de los componentes más 
importantes como lo son la protección de los bienes inmuebles rurales propiedad 
de población víctima de desplazamiento del conflicto armado interno en Colombia, 
es imperativo estudiar las causas que producen la situación de vulneración, y a 
partir de allí observar si el mecanismo de protección que se encuentra establecido 
en la actualidad y visto desde su parte procedimental  es efectivo para la 




















2. CAPITULO II 
Se justifica el estudio de la protección del predio desde dos puntos, en primer 
lugar, las circunstancias que producen el desplazamiento forzado, es la 
concentración de la tierra, esto es debido que en el momento de someter a través 
de la violencia a las personas que habitan o trabajan el predio estos grupos al 
margen de la ley acceden a un incremento de poder al convertir el espacio en un 
entorno de estrategia, de control territorial, por sus recursos, sus fines políticos, 
militares, económicos o cuales quiera que sean en un momento determinado en la 
confrontación armada. 
Y, en segundo lugar, es un acto que conlleva a un nexo causal directo del 
desplazamiento forzado28, siendo principalmente la separación del predio con la 
población víctima de desplazamiento, por ello el estado crea mecanismos y 
herramientas para la protección de estos predios, tendiendo a desestimular estos 
actos ilegales. Y siento el fin último restituir los derechos de la población víctima 
de desplazamiento, restableciendo las condiciones en las cuales se encontraban 
en un principio estos sujetos de derecho. 
En este orden de ideas es necesario investigar a profundidad si las medidas de 
protección son de ejecución procedimental a los predios rurales de las víctimas de 
desplazamiento han tenido el impacto jurídico para reparar la ruptura creada entre 
el bien inmueble rural que ha sido despojado y la población víctima. 
2.1 EPIGRAFE 1. 
DISEÑO METODOLÓGICO 
2.2 Formas de investigación 
Investigación socio-jurídica: Es aquella que relaciona el derecho con otras 
disciplinas del conocimiento y con fenómenos sociales, políticos, filosóficos, etc. Y 
puede denominarse socio jurídico, ius filosófica, ius política. Estudia el derecho en 
la vida social, en su práctica social, en el mundo material. Las investigaciones 
socio jurídicas están orientadas a estudiar la condicionalidad social del derecho, a 
los efectos de éste en la sociedad y a su eficacia como norma reguladora de 
relaciones sociales. 
                                            
28 Corte Constitucional de Colombia Sentencia SU-1150 de 2000, M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz; 
reiterada en la Sentencia T-702 de 2012, M. P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
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2.3.  Métodos 
2.3.1  Método teórico 
 Históricos y lógicos.  
El método lógico es el método histórico mismo, liberado, aislado de su forma 
histórica, de las causalidades y necesidades, de su origen y desarrollo, de sus 
avances y retrocesos. Por su parte, el método histórico debe también en los 
hechos fortuitos, en los acontecimientos históricos, descubrir las leyes objetivas 
que rigen la historia, o sea, la lógica objetiva del desarrollo histórico.  
La explotación y la comercialización de la tierra constituyen un medio económico  
muy antiguo y es considerada hoy en nuestros días como uno de los medios de 
producción más comunes en nuestro país, los grupos al margen de la ley desde 
hace décadas utilizaron medios de coacción como las amenazas y otros para 
apropiarse de las tierras que les pertenecían a muchos pobladores rurales para 
fines de índole de estrategia militar y cultivo ilícito es por ello que el gobierno 
establece mecanismos de protección a los predios que han sido abandonados o 
despojados por dichos factores es considerado como un delito global. Constituye 
una de las actividades más rentables en nuestro país de tierra. 
Es evidentemente manifiesto que la escasez de recursos, las situaciones de 
pobreza que impiden el acceso a recursos básicos de subsistencia y la falta de 
educación o instrucción generan una situación de vulnerabilidad de estas 
personas ante el gran delito de desplazamiento forzado que presenta el siglo XIX. 
A pesar de la proliferación de los Derechos Humanos, en los países donde la 
diferenciación entre las clases sociales es más fuerte el delito de desplazamiento 
forzado tiene una ocurrencia de gran medida. Se debe a la constante 
transformación y desarrollo en el que se encuentra el mundo y la postergación en 




2.4 Teoría base – Doctrina  
2.4.1 Manuel Fernando Quinche: Efectividad de los principios29: 
El principio que prima facie se ve afectado con el desplazamiento forzado es el 
principio de la dignidad, Manuel Fernando Quinche en su obra “Derecho 
constitucional colombiano. De la carta de 1991 y sus reformas” Desarrolla la teoría 
de la efectividad de los derechos, la cual encuentra su sustento en el artículo 2 de 
la Constitución de 1991, pues introducirlo significa un gran avance conexo con la 
presentación del Estado Colombiano bajo la fórmula del Estado Social de Derecho 
que modifica la cosmovisión que hasta el momento se venía teniendo de la 
relación del Estado con los ciudadanos, esta modificación se da principalmente en 
2 aspectos: 
• El Estado está al servicio de la comunidad, y no la comunidad al 
servicio del Estado: esto es aplicado también por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en el Caso Godínez Cruz contra Honduras, básicamente 
implica que “la labor se desarrolla promocionando y defendiendo los derechos”. 
• Los derechos, si bien son declaraciones, son mandatos que deben ser 
cumplidos: de entrada, se puede observar que hay una relación con la teoría de 
Robert Alexy de los derechos fundamentales, sin embargo, va mucho más allá de 
señalar que son mandatos de optimización que tienen limitantes de tipo jurídico y 
empírico, pues aun en su condición el Estado debe hacer todo lo posible para 
darles efectividad, ya sea por medio de legislación o, para el caso que nos 
compete, de políticas públicas. 
La efectividad de los principios no ha sido una teoría que haya sido desarrollada 
de manera separada con la realidad social, es decir, ha tenido una completa 
utilidad práctica en el campo de la sociedad, especialmente en la colombiana, 
donde han ocurrido graves violaciones a derechos humanos por más de medio 
siglo. 
Uno de los campos donde se ha aplicado la teoría es en la justicia transicional, 
tema de moda por su actualidad, en donde se ha buscado que la reparación de las 
víctimas no sea tomada como un deber del estado que pueda ser suplido 
únicamente con la movilización del presupuesto nacional a una reparación 
meramente económica, sino que exige por parte del mismo un compromiso con 
                                            
29 QUINCHE, Manuel (2010). Derecho constitucional: De la Carta política de 1991 y sus reformas. 
Bogotá D.C.: Doctrina y Ley. 
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las víctimas a tratar en la medida de lo posible a devolverla al estado en que se 
encontraba antes de la vulneración de sus derechos enfocándose en su ser y no 
en su patrimonio, aunque no se quiere decir que no sea de gran importancia los 
mecanismos de protección a los predios abandonados o despojados que 
generando medidas de satisfacción y de otra índole que garanticen sus 3 
derechos fundamentales como víctima: la verdad, la justicia y la reparación. 
Para la investigación sobre la protección de predios rurales de la población víctima 
del desplazamiento tiene total relevancia esta teoría, puesto que al momento de 
examinar el impacto de una política pública es necesario observar cuánta 
efectividad se le da a los derechos y mecanismos de protección (consagrados 
como principios en el ordenamiento jurídico colombiano) para establecer su nivel 
de protección a la población que ha sido víctima del delito bajo estudio. 
2.4.2 Factores que influyen en el desplazamiento forzado 
Se abordará el desplazamiento forzado desde uno de los factores que lo 
determinan: La tierra. Esto, por cuanto hay un propositito de  colaborar con la 
construcción de políticas efectivas dirigidas a frenar y prevenir el desplazamiento 
forzado, así como para atender los requerimientos de la población sometida a 
éste, es imperativo estudiar las causas que lo generan, y a partir de allí crear 
mecanismos a fin de desestimularlo. 
En primer lugar, en tanto que en estudios realizados acerca de los móviles que 
ocasionan el desplazamiento, como se verá, se ha concluido que uno de los 
factores determinantes de la constante violencia experimentada durante los 
últimos siglos en el país, y por lo tanto, del desplazamiento forzado, siendo éste 
una de sus consecuencias, es la concentración de la “tierra”; ya que, a través del 
acceso a ella y del sometimiento de las personas que viven o trabajan en ella, 
como lo afirma Alfredo Molano30, se ha hecho posible el incremento de poder 
adquisitivo, estratégico y político en favor de los actores del conflicto, al ser 
concebida como un espacio estratégico para lograr dichos fines 
 
El mismo autor, reiteró lo expuesto en la Carta dirigida a Paul Nielsen en 2001, 
Comisario de la Dirección de Desarrollo y Ayuda Humanitaria de la Unión 
Europea, en una publicación del periódico El Espectador5, al aducir que la 
articulación del conflicto armado depende, en gran medida, del acceso al dominio 
de gran parte del territorio nacional por parte de los grupos armados a través de la 
                                            
30 Alfredo Molano, “Desterrados”, Éxodo, Patrimonio e identidad, Memorias V Cátedra anual de historia 
Ernesto Restrepo Tirado, Museo Nacional de Colombia, Bogotá, 2000, pp. 33-47 5 
29 
 
violencia, siendo así bastante lógica la necesidad de que los grupos armados 
amplíen su control territorial, como lo expusiera Carlos Lemos en publicación del 
Diario EL Tiempo del 200231 
 
Y, en segundo lugar, debido a que es un hecho que la consecuencia inmediata del 
desplazamiento, radica precisamente en la separación de la población desplazada 
con la tierra que ha abandonado, aspecto que, de por sí, está íntimamente ligado 
con la privación de los derechos humanos, económicos, sociales y culturales de la 
población desplazada, en tanto que ella es concebida como un espacio que 
determina el desarrollo de las personas. 
Pues bien, debido a que el desplazamiento depende, en un nivel bastante 
significativo, de la ambición de los grupos armados por la adquisición de tierras y 
terrenos productivos, resulta necesario que el Estado proporcione limitantes de 
tipo legal tendientes a la desestimulación del conflicto mediante la presencia, entre 
otros aspectos, de herramientas jurídicas para asegurar los derechos adquiridos 
sobre los bienes dejados forzosamente por la población en desplazamiento. Ello 
con el ánimo de frenar y evitar la concentración de las tierras en cabeza de los 
actores y de este modo desestimular el conflicto; y por supuesto, restituir el 
disfrute de los derechos de la población desplazada de los que fue privada por 
causa del desplazamiento.32 
Y por último Aplacar los efectos de la violencia como principal causa del 
desplazamiento, mediante el fortalecimiento de las zonas expulsoras y receptoras, 





                                            
31 “En reciente publicación el diario Miami Herald afirma que los paramilitares y los narcotraficantes se han 
apoderado del 40 por ciento de las tierras más fértiles del país por el sistema de obligar a las personas a huir 
para quedarse con sus parcelas e impedir después su legítima recuperación”. Carlos Lemos Simmonds, “El 
paciente Colombia”, Diario El Tiempo, Sección Editorial, Bogotá, 6 de Mayo de 2002 
 
32 Darío Fajardo Montaña, “Los circuitos de los desplazamientos forzados en Colombia”, Éxodo patrimonio e 
identidad”, Memorias V Cátedra Anual de Historia Ernesto Restrepo Tirado, Museo Nacional de Colombia, 
Bogotá, 2000, p. 69 
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2.5  MARCO TEÓRICO-CONCEPTUAL 
2.5.1. MARCO CONCEPTUAL 
2.5.2. ABANDONO: 
 Ya que la ley no establece un concepto de abandono de inmuebles por razón de 
la violencia, se trae el siguiente concepto: "se entiende por abandono la acción por 
la cual las personas o comunidades se ven obligadas a dejar tierras o territorios 
con los que tenían un vínculo en términos de propiedad, posesión, ocupación, 
tenencia o cualquier otro derecho y relación, ya sea por causa de amenazas 
directas sobre su vida, su patrimonio o sobre la vida y patrimonio de sus seres 
cercanos o por causa del temor infundido por terceros o por la situación 
circundante. 
Se debe advertir que si bien el desplazamiento, implica abandono  aporta para la 
construcción de un marco de análisis y de interpretación del desplazamiento, tan 
sólo comprende parte de lo que éste significa, en el sentido de que lo aborda más 
como consecuencia de las situaciones que lo generan, que como una violación en 
sí mismo, o, como una estrategia, que es finalmente lo que lo motiva. Estrategia 
que está encaminada a la concentración o el dominio sobre las tierras. 
Ahora bien, rompe su vínculo material con el lugar de residencia o de trabajo 
anterior, ya que incorpora un abandono, pero ello nunca podría entenderse como 
un abandono jurídico ni de las tierras, ni de los derechos que de ella se derivan, ya 
que la migración no se produce voluntariamente, sino como consecuencia de la 
violación o del riesgo de violación de la vida y la integridad personal, migración 




 Según la legislación colombiana en el ámbito específico de la protección 
patrimonial, la noción de despojo se refiere a las acciones o conductas por las 
cuales se posibilita, haciendo provecho de una situación violenta, donde un bien 
inmueble sale el patrimonio de un titular legítimo, ya sea por circunstancias de 
hecho o por otro lado por fraudulentas negociaciones que se encuentran viciadas 
de dolo fuerza o lesión enorme, que ostentan un aparente ilegalidad, o 
procedimientos administrativos y legales, por medio del cual se haya legitimado. 
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En los dos casos los conceptos traídos de despojo y abandono implica afecciones 
al patrimonio y el ejercicio de los derechos sobre los bienes. No obstante, se debe 
diferenciar los conceptos, en el primero la persona deja el bien por su la voluntad, 
pero del bien jurídicamente no cambia; por el contrario, el despojo puede ir o no 
acompañado de abandono, pero si la titularidad sobre el inmueble cambie, ya que 
recae sobre la cabeza de otra persona.33 
Es por ello que, en el caso de despojo, además de la devolución material del bien, 
se busca dejar sin efecto los actos mediante los cuales se limitó a la persona de 
su derecho legítimo. 
2.5.4. RESTITUCIÓN:  
El derecho a las víctimas respecto a la restitución de sus bienes, la sentencia T-
821 de 2007 de la honorable corte constitucional, señala: 
"las personas que se encuentran en situación de desplazamiento forzado y que 
han sido despojadas violentamente su tierra (de la tierra de la cual son 
propietarios otros seguidoras), tienen derecho fundamental a que el estado 
conserva su derecho a la propiedad o posesión y le restablezcan uso, goce y libre 
disposición de la misma en las condiciones establecidas por el derecho 
internacional en la materia (…). 
2.5.5 PROTECCIÓN DE PREDIOS Y TERRITORIOS:  
Son mecanismos creados por la ley para amparar los derechos sobre los bienes 
inmuebles de quienes a razón de la violencia han tenido que abandonar, han 
sufrido el despojo de los bienes antes descritos o se encuentran en riesgo de tener 
que hacerlo. 
Respecto de los poseedores, ocupantes o tenedores, sin antecedente registral 
sobre él bien inmueble, la acción o mecanismo se entiende que son las medidas 
adoptadas para lograr la identificación y el reconocimiento de los derechos. En el 
caso de las comunidades indígenas y negras, la protección contribuye a la 
                                            
33 las acciones para la defensa de la procesión son en el ámbito administrativo los amparos 
accesorios y el procedimiento organizativo de lanzamiento preocupación de hecho, y en materia 
judicial los interfectos accesorios, que se adelantan ante los jueces civiles y tienen dijo que el 




salvaguarda de los derechos territoriales afectados por la violencia y el 
desplazamiento. 
2.5.6 DESCRIPCIÓN ADQUISITIVA DE DOMINIO O USUCAPIÓN:  
Es una de las formas a través de las cuales se puede adquirir un bien inmueble 
ajeno por haberse proseguido durante cierto tiempo; se puede poseer de manera 
regular si existe buena fe y justo título caso del cual bastarán cinco años para 
poder acudir al juez para formalizar la situación, o cuando se requieran más 
requisitos un mínimo de 10 años para iniciar el trámite. 
2.5.7 DECLARACIÓN DE PERTENENCIA: 
Proceso judicial en el cual se pretende que un juez declare aún poseedor que ha 
ejercido sobre una cosa con ánimo de señor y dueño y ha cumplido el tiempo 
requerido que la ley exige para tal efecto.  
2.5.8 PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA O LIBERATORIA: 
Es un proceso judicial a través del cual permite extinguir las acciones o los 
derechos que una persona tenía por no haberlos ejercido durante un término de 
tiempo que ha sido previamente establecido por la ley. 
2.5.9 POLÍTICAS PÚBLICAS: 
 Las políticas públicas encierran todas aquellas acciones que ejerce el Estado de 
carácter administrativo que movilice el presupuesto en pro del cumplimiento y las 
obligaciones del mismo, ejemplos de ello están en las diferentes campañas de 
prevención en cualquier ámbito, o las acciones afirmativas que propendan por 
lograr una igualdad real y efectiva de determinado grupo de personas que se 
encuentran siendo discriminadas o en “situación de vulnerabilidad”34. 
Por su parte el Diccionario de la Real academia define a las políticas como 
“orientaciones o directrices que rigen la actuación de una persona o entidad en un 
                                            
34 Esta frase a través de los tiempos ha servido para identificar a aquellos grupos que se 
encuentran en una situación de desigualdad frente a demás grupos que se hallan en la sociedad, 
por circunstancias de tipo fácticas o bien jurídicas o culturales o religiosas, en fin, el Estado tiene 
una obligación con esas personas en esa situación de emprender acciones afirmativas para evitar 
la proliferación de su situación de desigualdad. 
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asunto o campo determinado”35 y pública como “se dice de la potestad, jurisdicción 
y autoridad para hacer algo”36, desde esa definición básica se puede observar el 
elemento de funcionalidad que se le da al Estado como órgano director del 
bienestar y de la sana convivencia al interior del Estado. 
Sin embargo, lo que se pretende o el horizonte que debe seguir el Estado es no el 
de aplicar cualquier política pública, sino una que sea consecuente con la realidad 
de su sociedad, es decir una buena política pública, y para responder a la 
pregunta de ¿Cómo saber si una política pública es buena o no? La CEPAL da la 
siguiente explicación: 
¨Una política pública de excelencia corresponde a aquellos cursos de acción y 
flujos de información relacionados con un objetivo político definido en forma 
democrática; los que son desarrollados por el sector público y, frecuentemente, 
con la participación de la comunidad y el sector privado. Una política pública de 
calidad incluirá orientaciones o contenidos, instrumentos o mecanismos, 
definiciones o modificaciones institucionales, y la previsión de sus resultados¨.37 
2.5.10 MUJERES:  
El Diccionario de la Real Academia Española define a la mujer como “persona del 
sexo femenino”38, durante mucho tiempo las mujeres fueron víctimas de 
discriminación, paradójicamente en muchas culturas la mujer es el centro de todo, 
es por ello que al día de hoy el orden mundial se enfoca en proteger a la 
comunidad femenina expidiendo diferentes normatividades que proponen una 
especial protección a la misma, por ejemplo, el Protocolo para prevenir, reprimir y 
sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que complementa 
la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional. 
Hay una diferencia entre los conceptos de género y sexo, el criterio diferenciador 
concreto es ofrecido por las el Instituto Interamericano de Derechos Humanos de 
la siguiente manera:  
                                            
35 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. Diccionario de la lengua española (23a edición). Madrid: RAE, 
2014.  
36 Ibíd. 
37 CEPAL. Política y políticas públicas. Santiago de Chile: CEPAL, 2004. P. 8. 
38 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. Óp. Cit. 
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“…el género se refiere a las diferencias creadas entre unos y otras por la 
sociedad, así como a las percepciones construidas en los ámbitos cultural y social 
sobre esas diferencias. Es una creación social que frecuentemente se contrasta 
con el término “sexo”, que se refiere más bien, a las diferencias biológicas entre 
hombres y mujeres”.39 
2.5.11 PROTECCIÓN DEL ESTADO: 
 Groppali sostiene que  existen dos tendencias fundamentales40: Primero la que 
sostiene que el fin del Estado en la conservación y el bienestar de los individuos. 
Segundo la que afirma que el Estado es el fin y los individuos son el medio. 
Ambas doctrinas, llevadas extremo, tal como lo hemos expuesto, son unilaterales 
e inexorables. La primera posición que coloca a la organización política al servicio 
masivo de los individuos, es la que adoptó ruso y sirvió después de base a los 
postulados de la revolución francesa, cristalizando en sus textos legislativos. 
El artículo primero de la Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano 
de 1789, dice: los hombres nacen libres e iguales y el artículo segundo se añade 
que: el fin de toda sucesión es la conservación de los derechos naturales e 
imprescriptibles del hombre. 
“La declaración de 1793, a su vez, afirma que: el gobierno está instituido para 
garantizar al hombre el goce de sus derechos naturales e imprescriptibles. Pero, 
apartándose en parte la creación de 1789, postula que: el fin de la sociedad es la 
felicidad común”.41 
Se advierte claramente el espíritu que domina en la declaración de 1789: 
subordinar el estado en su totalidad al servicio de los individuos. No les interesa 
buscar un fin propio a la organización política, pues el fin de la misma queda 
subordinado por completo a la satisfacción de los fines individuales. El estado 
tiene sentido, se justifica, únicamente en cuanto tiende a proteger, a salvar 
guardar a los individuos y está a su servicio. 
                                            
39 INSTITUTO INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS. Los derechos humanos de las 
mujeres: Fortaleciendo su promoción y protección internacional. De la formación a la acción, 2004. 
P. 74. 
40 Calderón Morales, Hugo Haroldo, Ob. Cit, pág. 63 
41 FERNÁNDEZ, C. En marcha el Programa de Protección Social del COMG. En: DIARIO 
MÉDICO. Madrid, Spain, Madrid. Dec 5, 2013.p. 6 
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En la declaración de 1793 ya se advierte un deseo de dar mayor autonomía a la 
organización política, pues se afirma, como hemos visto, que el fin de la sociedad, 
es decir, el fin del estado, es lograr la felicidad común. Aun cuando se entiende 
esa felicidad común de una manera concreta, refiriéndola a la comunidad existente 
en un momento dado y no la presea común en abstracto, fuera del tiempo, de 
todos modos, ya encontramos un calificativo de 1° superior; ya no se habla de 
felicidad individual, sino de felicidad común. 
La segunda de las posiciones que se ha notado en relación a la protección del 
estado, la inversa ésta, consiste en la subordinación total de los individuos a la 
organización política. Esta posición fue sostenida fundamental por Hegel y es la 
raíz ideológica de los estados totalitarios contemporáneos. 
El Estado para Hegel sostiene el profesor Groppali 42tiene un valor absoluto. En su 
esencia representa lo universal en sí y ante sí constituye el brazo secular de una 
región abstracta superior a toda lógica moral. El Estado absorbe al individuo, que 
desaparece como ser sustantivo, convirtiéndose en una apariencia del yo 
universal. 
En el desarrollo de este estudio ya se ha fijado los caracteres fundamentales de 
ambos entes; se recuerda que la persona humana presenta el triple aspecto 
psicológico, metafísico y moral. El Estado no podrá intervenir nunca en los 
aspectos psicológicos y metafísicos. El Estado deberá realizar toda la actividad 
necesaria para que la persona humana pueda perfeccionar su tercer aspecto, la 
personalidad moral o de la vida de relación.  
La actividad del Estado tiene por contenido, el bien común. Al realizar, al obtener 
ese bien común por medio del desarrollo de su actividad, el Estado logrará que se 
perfeccione, que llega su meta la personalidad moral de los individuos, pues en 
esta forma suplir a la perfección la personalidad moral de los individuos.43 
2.5.12 BIENES JURÍDICOS 
La noción del bien jurídico ha dado lucrar, en el ámbito del derecho penal, al 
principio de exclusiva protección de bienes jurídicos. La principal consecuencia 
que puede extraerse del principio mencionado pinta en el hecho que sólo sería 
legítima aquella norma destinada a proteger bienes jurídicos. Ello descarta la 
                                            
42 PORRÚA PÉREZ, Francisco. Teoría del Estado. Pág. 199. 
43 CALDERÓN Morales, Hugo Haroldo, Ob. Cit, pág. 63 
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posibilidad de cualquier tipo de solución respecto de pensamientos o 
comportamientos que no dañen a otro. Es una idea que tienen a la reducción del 
derecho penal. 
Por su parte, Maximiliano Rusconi enseña que, según esta categoría,  
“es el concepto de la protección de bienes jurídicos el que debe transformarse en 
la idea rectora de la formación del tipo y en la legitimación de la intervención 
punitiva. En el derecho penal, para este punto de vista, es el instrumento al que se 
acude sólo para la protección de los intereses vitales de la comunidad: vida, 
libertad, honor, propiedad, etc.,”44 
Queda claro entonces, que tal principio, en apariencia, no puede ser entendido 
sino como una garantía del individuo frente al poder estatal y nada más que eso: 
pues allí donde haya una pena deberá haber un bien jurídico lesionado. 
Sin embargo, esta función de garantía que acompañó al nacimiento el concepto de 











                                            
44  Rusconi, Maximiliano, The Americas: Enter the scapegoat; Argentina's corruption. En: THE 
ECONOMIST. Apr 13, 2002.vol. 363, no. 8268, p. 55-35 
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Rutas de protección  
En relación con el desplazamiento masivo o éxodos campesinos y de 
comunidades negras e indígenas, se puede afirmar que corresponden a 
hostigamientos generalizados, como matanzas, bombardeos, ametrallamientos, 
etc., generados por la disputa del poder territorial o como método para asegurar la 
lealtad de la población. En éste caso, el desplazamiento es más visible, por lo cual 
generalmente las poblaciones pueden organizarse internamente a efectos de 
exigir al Gobierno una intervención más contundente desde el momento del 
desplazamiento mismo. Ahora bien, el desplazamiento también puede ser de 
carácter individual o familiar, en el que, a menudo, es más difícil lograr visibilidad 
ante los entes estatales a efectos de lograr una intervención, aspecto que también 
puede verse en razón al bajo índice de denuncia, bien sea porque las víctimas 
prefieren mantenerse en el anonimato dada la situación de amenaza y 
persecución por ser señalado como simpatizante del enemigo, o por el claro 
estado de indefensión en el que se encuentran. 
Los desplazamientos familiares también pueden presentarse de forma individual, 
iniciando con el jefe de la familia y extendiéndose al grupo familiar. En éste 
evento, como se anunciaba en el párrafo anterior, la probabilidad de recibir algún 
tipo de ayuda estatal es menor, dada la falta de organización y visibilidad del 
fenómeno. 
Si bien no puede hablarse de una tipología del desplazamiento interno unificada, 
Jorge Orlando Melo, ha logrado establecer algunas características comunes, 
relacionadas con la forma como se presenta el desplazamiento45: 
• Movilización temporal: Se presenta con ocasión de enfrentamientos entre los 
actores del conflicto; la población generalmente retorna a la zona de origen. 
• Desplazamiento de orden político: Este tipo de desplazamiento es inducido por 
los actores del conflicto a la población civil, con el fin de desestabilizar los 
operativos militares y provocar su suspensión. Este tipo de desplazamiento no se 
da con mucha frecuencia. 
                                            
45 Jorge Orlando Melo, “Diagnóstico de la situación de desplazamiento en Colombia, las causas 
y las características”, Seminario Foro Nacional, Desplazamiento Interno en Colombia, Chinauta, 




• Desplazamiento permanente: Este tipo de desplazamiento obliga a las familias 
desplazarse y ubicar un nuevo lugar de residencia, en principio, definitivo. En 
estos casos generalmente el motivo de la migración es la existencia de una 
situación crónica de violencia, de amenazas o maltratos.  
Se entiende que estas “clasificaciones”, no pueden entenderse como absolutas, y 
que independientemente de su existencia, lo cierto es que el Estado debe 
intervenir sin tener en cuenta cómo se produce el desplazamiento. 
En lo que  al tema atañe, es decir, la protección de las tierras abandonadas por los 
desplazados y los derechos sobre éstas, es preciso tener presente los 
mecanismos para ello sólo pueden ser accedidos por aquellos desplazados o 
grupos de desplazados que previamente hayan tramitado su inscripción en el 
Registro Único de Población Desplazada, tal y como se estableciera en el Decreto 
2569 de 2000, en el cual, como ya se mencionó, se reglamentó el registro, 
consagrándose el trámite, los criterios de selección y de credibilidad para que el 
registro como desplazado sea formalizado, y por lo tanto sirva como base para la 
aplicación a los diferentes programas. 
Es importante tener presente que para la elaboración del Decreto 2007, aunque no 
se revivieron textualmente las disposiciones incluidas en la Ley 201 de 1959, ni la 
política establecida en el "Protocolo para la Gestión de Programas de 
Restablecimiento de la Población Desplazada por la Violencia", ya revisados, éste 
en cierta manera retoma la filosofía de los mismos, en el sentido de proponer 
diferentes mecanismos para lograr la protección de los derechos adquiridos, así 
no sean tan explícitos como los contenidos en los citados textos, ya que con ellos, 
como se tuvo la oportunidad de revisar, se contemplaban medidas para reversar 
los negocios o actos por los cuales se privaba a la población desplazada de sus 
bienes, a través del establecimiento de la presunción de consentimiento viciado en 
el caso de la celebración de contratos y de posesión violenta por condiciones del 
orden público, de un lado; y, del otro, la constitución de un patrimonio 
inembargable e inalienable a favor de la URT, durante el tiempo en que 
permaneciera la situación de desplazamiento. 
Pues bien, retomando la exposición del Decreto, debe decirse que a través de 
éste, el Gobierno dispuso en su artículo primero, que  los , Comités municipales, 
distritales o departamentales de Atención Integral a la Población Desplazada por 
la Violencia, creados por la Ley 387, por circunstancias que pueden originar o 
hayan originado un desplazamiento forzado, deben declarar, mediante acto 
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motivado, la inminencia de riesgo de desplazamiento o de su ocurrencia por causa 
de la violencia, con el objeto de proteger la población de actos arbitrarios contra su 
vida, integridad y bienes patrimoniales. 
Así las cosas, partiendo de esa declaratoria, la protección en relación con las 











Ahora para aclarar las rutas el Decreto 2364 de 2015 denota la diferenciación para 
la protección de cada derecho adquirido o situación jurídica: propiedad, posesión, 
tenencia u ocupación, lo que representa un avance, ampliando el marco de 
protección que se había plasmado en la Ley 387, ya que en ella sólo se previó la 
propiedad y la posesión como derechos a proteger.  
La norma también prevé que, antes de la declaratoria de inminencia de riesgo de 
desplazamiento o de desplazamiento forzado, la Unidad de Restitución de tierras 
podrá solicitar a los Alcaldes Municipales y Distritales de las zonas o regiones 
rurales que considere De acuerdo con el mismo artículo primero del Decreto 2007, 
como mecanismo para proteger éste derecho, el respectivo Comité debe informar 
a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos correspondiente sobre la 
declaratoria de zona de riesgo inminente de desplazamiento o de desplazamiento 
forzado, con el propósito de que se abstenga de inscribir actos de enajenación o 
transferencia a cualquier título de los bienes rurales existentes dentro del territorio, 
mientras permanezca vigente esta declaratoria, salvo que se acredite el 
cumplimiento previo de los requisitos especiales que se establecen para la venta 
de bienes cuando esta situación se presente, establecidos en el artículo cuarto del 
mismo decreto. 
De conformidad con lo anterior, los propietarios de los inmuebles ubicados dentro 
de las zonas rurales declaradas como de riesgo inminente, interesados en 
transferir el derecho de dominio sobre los mismos, antes de que cesen los efectos 
de esta medida, deben obtener previa autorización del Comité Municipal, Distrital o 
Departamental de Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia; o 
De acuerdo con el mismo artículo primero, los comités deben informar a la oficina 
de Registro de Instrumentos Públicos, sobre la declaratoria correspondiente, 
señalando los propietarios o poseedores de predios rurales que puedan resultar 
afectados por tales situaciones, solicitándole abstenerse de inscribir actos de 
enajenación o transferencia a cualquier título de los bienes rurales. 
Así pues, dentro del periodo en que la declaratoria de la inminencia de riesgo de 
desplazamiento o de desplazamiento forzado esté vigente, de acuerdo con el 
artículo cuarto del Decreto, el Registrador de Instrumentos Públicos, sólo puede 
inscribir el acto de enajenación o transferencia de éstos bienes cuando se le 
presente la autorización del Comité, la cual deberá incorporarse al contrato o acto 
de transferencia del derecho sobre el predio, o cuando la transferencia se haga a 
favor de la Unida de Restitución de tierras. 
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Para verificar el cumplimiento de esa disposición, la Superintendencia de  
Notariado y Registro, de acuerdo con el artículo segundo del mismo artículo, fue 
encargada de la vigilancia de los Registradores de Instrumentos Públicos, en el 
sentido que éstos últimos exijan la mencionada autorización. 
Así mismo, se dispuso que las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos 
deben informar cada seis meses a la Unida de Restitución de tierras de lo ocurrido 
en el período correspondiente.  
Protección de la posesión 
Con respecto al vínculo de posesión, debe recordarse que la Ley 387 de 1997 fue 
muy clara al establecer en su artículo veintisiete que la perturbación física de la 
posesión, es decir, el abandono o usurpación por otro del bien por motivos 
derivados del conflicto armado, no interrumpe el término de prescripción 
adquisitiva a su favor. 
Para ello se estableció que el poseedor interrumpido, que en esta situación resulta 
ser el desplazado, debe informar de su derecho a la Personería Municipal, 
Defensoría del Pueblo, Procuraduría Agraria, o cualquier entidad del Ministerio 
Público, con el fin de que se adelanten las acciones judiciales y administrativas a 
que haya lugar. 
Protección de la ocupación 
En relación con la protección de los ocupantes, sabiendo que en la Ley 387 de 
1997 no se contempló su protección, en el artículo primero, numeral tercero del 
decreto 2007, se estableció el deber del Comité respectivo de solicitar la Unida de 
Restitución de tierras abstenerse de adelantar procedimientos de titulación de 
baldíos en la zona de riesgo inminente de desplazamiento o de desplazamiento 
forzado, a solicitud de personas distintas de aquellas que figuran como ocupantes 
en el informe avalado por el Comité. 
Adicional a lo expuesto, en el artículo séptimo del mismo Decreto 2007 se 
estableció claramente que en el evento de retorno de un desplazado a un terreno 
baldío ubicado en zona de desplazamiento, el tiempo de desplazamiento se 
acumula automáticamente al tiempo real de ocupación y explotación del terreno, 




Protección de la tenencia 
Debe decirse que la tenencia es el vínculo con la tierra que mayores problemas 
plantea desde el punto de vista jurídico a efectos de protegerlo, ya que en esta 
situación jurídica no hay vocación de convertirse en propietario, a diferencia de lo 
que ocurre con la ocupación y la posesión. 
Como puede verse, en el Decreto se dispone que el informe sobre la vinculación 
jurídica aprobado por el Comité respectivo, constituye prueba suficiente para 
acreditar la calidad de poseedor, tenedor u ocupante; sin embargo, cuando se 
refiere a la tenencia, a diferencia de la ocupación y de la posesión, esta prueba no 
se constituye a efectos de acumular tiempo para lograr la titulación de un bien. 
Es decir, en estos casos, la prueba que se puede constituir para probar la tenencia 
puede servir más como fundamento para la adjudicación posterior de algún 
beneficio, que como mecanismo para proteger realmente la vinculación con el 
bien, ya que la prueba de la tenencia no garantiza, como si lo hace la de posesión 
o de ocupación, la permanencia en el tiempo o la salvaguarda de la situación 
previa al desplazamiento. 
Esto, en todo caso, se debe a la misma naturaleza de la situación jurídica de la 
tenencia, ya que el tenedor, como lo establece el Código Civil, reconoce el 
derecho de posesión de otro sujeto sobre el bien inmueble, siendo ella, como lo ha 
denominado la doctrina una posesión a nombre ajeno46 
2.6 MARCO JURÍDICO: 
Al respecto, se debe  aclarar que en el marco del artículo 2 del Decreto 1985 de 
201347 dentro de los objetivos de la cartera del Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural  se encuentra: “Promover el desarrollo rural con enfoque territorial 
y el fortalecimiento de la productividad y competitividad de los productos 
agropecuarios, a través de acciones integrales que mejoren las condiciones de 
vida de los pobladores rurales, permitan el aprovechamiento sustentable de los 
recursos naturales, generen empleo y logren el crecimiento sostenido y equilibrado 
de las regiones”. 
                                            
46 Arturo Valencia Zea y Álvaro Ortiz Monsalve, “Derecho Civil”, Tomo II, Derechos Reales, 11a 
Edición, Ed. Temis, Bogotá, 2007 , p. 53, 62 y 72 
47“Por el cual se modifica la estructura del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y se 
determinan las funciones de sus dependencias”. 
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En este sentido, los instrumentos de atención diseñados por el Ministerio se 
dirigen a satisfacer las necesidades de la población rural vulnerable, entre ellas, la 
población víctima que se dedica al desarrollo de actividades agropecuarias. 
Ahora bien, es importante informar que con el Objetivo de fortalecer la labor del 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural – MADR en los procesos de 
formulación, dirección, coordinación, adopción, evaluación, promoción y diseño de 
políticas, planes, programas, proyectos relacionados con el desarrollo rural, 
agropecuario y pesquero, y para la ejecución de diferentes procesos misionales se 
crearon las siguientes entidades a saber: 
Mediante Decreto 2363 de 201548 se creó la Agencia Nacional de Tierras - ANT, 
como la máxima autoridad de las Tierras de la Nación. Dicha entidad tiene por 
objeto: la política ordenamiento social de la propiedad rural formulada por el 
MADR, para lo cual gestiona el acceso a la tierra como factor productivo, logrando 
la seguridad jurídica sobre ésta, promueve su uso en cumplimiento de la función 
social y administra y dispone los predios rurales de propiedad de la Nación.  
Así mismo, mediante Decreto 2364 de 201549 se creó la Agencia de Desarrollo 
Rural – ADR como entidad responsable de ejecutar la política de desarrollo 
agropecuario y rural con enfoque territorial formulada por el MADR y como entidad 
encargada de estructurar, cofinanciar y ejecutar los planes y proyectos integrales 
de desarrollo agropecuario y rural nacionales y de iniciativa territorial o asociativa, 
así como la encargada de fortalecer la gestión del desarrollo agropecuario y rural y 
contribuir a mejorar las condiciones de vida de los pobladores rurales y la 
competitividad del país. 
Lo anterior a partir del Programa de Cofinanciación de Proyectos Integrales de 
Desarrollo Rural con Enfoque Territorial, Nacional, y de Iniciativa Territorial y 
Asociativa, incorporando un cambio fundamental en el modelo de intervención 
dirigido hacia procesos de modernización del campo, descentralizados, altamente 
participativos, concertados territorialmente, con control social y que requieren y 
permiten, además la articulación pública y privada del sector. 
De acuerdo a la normatividad de la ADR, ésta no realizará inversiones 
atomizadas, pues su finalidad es la de generar impactos territoriales a través de 
sus proyectos. El acceso a la oferta de ésta Agencia, se realizará a través de 
                                            
48 “Por el cual se crea la Agencia Nacional de Tierras, ANT, se fija su objeto y estructura”. 
49 “Por el cual se crea la Agencia de Desarrollo Rural -ADR, se determinan su objeto y su estructura orgánica” 
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esquemas asociativos, con la presentación de un Proyecto Integral de Desarrollo 
Agropecuario Rural PIDAR, el cual será ingresado al banco de proyectos de la 
Agencia, donde un equipo de profesionales realizará la correspondiente revisión, 
con el fin de determinar si la iniciativa puede o no cofinanciarse de acuerdo a los 
lineamientos y criterios que se establezcan para cada vigencia, así como la 
disponibilidad de recursos para el cumplimiento de sus fines. 
De igual manera mediante Decreto 2365 de 201550 se suprimió el Instituto 
Colombiano de Desarrollo Rural - INCODER, y se ordenó su liquidación.  
Por su parte la Unidad de Restitución de Tierras – URT fue creada para contribuir 
a lograr la restitución jurídica y material de las tierras despojadas, entidad Adscrita 
a esta Cartera Ministerial, como instancia administrativa cuyo objetivo central es: 
"servir de órgano administrativo del Gobierno Nacional para la restitución de tierras 
de los despojado" a que se refiere la Ley 1448 de 2011 y llevar el Registro Único 
de Tierras Despojadas. Esto significa que la Unidad será la encargada de diseñar 
y administrar el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas, en donde 
además del predio, se inscribirán las personas sujeto de restitución, su relación 
jurídica con la tierra y su núcleo familiar. 
De acuerdo a lo anterior, , la Agencia de Desarrollo Rural –ADR-, y la Agencia 
Nacional de Tierras –ATN- son las entidades responsables de la ejecución de la 
Política Pública de Desarrollo Rural. 
De conformidad a lo anterior es momento de indicar la estructura del sistema que 
promueve, apoya, coordina y acompaña la política de atención a la población 
víctima del conflicto armaba interno la cual permite garantizar los derechos de la 
población víctima.  
Siendo así, la ley 1448 de 2011, los decretos con fuerza de ley 4633,4634 y 4635 
y las normas complementarias determina la apuesta del Gobierno Nacional en un 
modelo de justicia transicional, hacia el avance en la garantía del goce efectivo de 
derechos y la reparación integral de la población víctima del conflicto armado. Así 
mismo, la ley 1448 de 2011, crea una institucionalidad única 51para la atención y 
reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno, conformado por las 
                                            
50
 Modificado por el Decreto 182 de 2016. 
51 Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del 
conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones. 
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entidades del Gobierno Nacional, las entidades territoriales, las víctimas, la 
sociedad civil y la academia con el mismo objetivo. 
Esta institucionalidad llamada Sistema Nacional De Atención y Reparación Integral 
a las Víctimas SNARIV, como mecanismo de articulación y coordinación para la 
atención a víctimas, está compuesta por un conjunto de entidades públicas 
encargadas de formular o ejecutar los planes, programas, proyectos y acciones 
específicas tendientes a la atención y reparación integral a las víctimas del 
conflicto armado interno. 
El SNARIV se encuentra estructurado en el orden nacional con el Comité Ejecutivo 
para la Atención y Reparación las Víctimas encargado del diseño de la política 
pública de atención y reparación integral de las víctimas (asistencia y reparación 
integral) y la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas- UARIV, 
entidad que coordinan la ejecución de dicha política pública, y además compra la  
tarea de coordinación del sistema. El Comité Ejecutivo52 del SNARIV, es el 
encargado de adoptar las políticas e instrumentos de planificación, gestión, 
seguimiento y evaluación, con el fin de garantizar la asistencia y reparación 
integral. 
El Comité Ejecutivo para Atención y Reparación a las Víctimas opera a través de 
subcomités técnicos53, los cuales son grupos de trabajo en los que participan 
diferentes instituciones como el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural - 
MADR el cual participa y hace parte integrante en el marco del artículo 228.17 del 
decreto 1084 de 201554, en cinco (5) subcomités técnicos a saber: Subcomité de  
Restitución; Subcomité de Prevención; Protección y Garantías de no Repetición; 
Subcomité de Indemnización Administrativa, Subcomité de Sistemas de 
Información y Subcomité de Reparación Colectiva. 
                                            
52 El Comité está integrado por el presidente de la República o su representante, el Ministerio del 
Interior y de Justicia, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, el Director del Departamento Nacional de Planeación, el Director de 
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social (DSP) y el Director de la Unidad 
Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. Cada uno de ellos 
estará presente en las sesiones que dicho comité convoque. Sus decisiones o concertaciones en 
materia de política pública para las víctimas estarán supeditadas al concepto previo del Consejo 
superior de política fiscal (CONFIS) cuando las medidas que adopte el Comité tenga impacto fiscal 
53 1. Coordinación Nacional y territorial 2. Sistema de información 3. Atención y asistencia 4. 
Medidas de rehabilitación 5. Reparación colectiva 6. Restitución 7. Indemnización administrativa 8. 
Medidas de satisfacción 9. Prevención, protección y garantías de no repetición 10. Enfoque 
diferencial. 




De otro lado, el Gobierno Nacional, de conformidad con el artículo 206 de la ley 
1448 de 2011, ordena que, a través del Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural, se presente la iniciativa que regule el desarrollo rural del país, donde se 
prioricen las víctimas de despojo y abandono forzado, en el acceso a créditos, 
asistencia técnica, adecuación predial, programas de comercialización de 
productos, entre otros, que contribuyan a la reparación de las víctimas. 
Asimismo, y con el fin de dar cumplimiento a lo establecido en la ley 1448 de 
2011, mediante el documento CONPES 3726 de 2012 establece un Plan Nacional 
de Atención y Reparación Integral a las Víctimas que se desarrolla y estructura 
bajo cinco componentes principales a saber: I) Asistencia y Atención, II) 
Reparación Integral, III) Prevención y Protección IV) verdad y V) Justicia. Además 
de estos componentes, el CONPES también establece una ruta integral de 
asistencia y reparación a las víctimas a nivel general, mediante la cual se lleva a 
cabo el proceso atrás mencionado a las víctimas del conflicto armado. 
De igual manera, el documento CONPES insta a cada una de las entidades que 
forman parte del SNARIV a trabajar de manera articulada para la atención, 
asistencia y reparación integral de población víctima. Por su parte, los artículos 
2.2.1.11, 2.2.1.12 Y 2.2.1.13 del decreto 1084 de 201555, establecen principios de 
Coordinación, Concurrencia y Complementariedad respectivamente, entre 
diferentes entidades del orden nacional y territorial con el fin de trabajar armónica, 
oportuna, conjuntamente y prestar colaboración recíproca, para efectos de 
garantizar un goce efectivo de los derechos de las víctimas. 
Permitiendo utilizar mecanismos de acción tales como asociación, cofinanciación y 
convenios; es así como dentro de los propósitos de la UARIV, las acciones se 
encaminan a liderar procesos de coordinación inter e intersectoriales que 
posibiliten la integración de las acciones institucionales en brindar asistencia, 
atención y reparación a las víctimas del conflicto armado, mediante la 
implementación de programas que ofrezcan garantías en la protección de los 
derechos de las víctimas. 
En ese sentido, de acuerdo con los artículos 159-161 de la ley 1448 de 2011 el 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural como entidad del SNARIV debe:  
"Garantizar la canalización de manera oportuna y eficiente de los recursos 
humanos, técnicos, administrativos y económicos que sean indispensables para el 
                                            
55 reglamentario de la ley 1448 de 2011 
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cumplimiento de los planes, proyectos y programas de atención, asistencia y 
reparación integral de las víctimas (...)", "(...) garantizar la coordinación 
interinstitucional, la articulación de su fuerza y programas, al igual que la 
programación de recursos, asignación, focalización y ejecución de manera integral 
y articulada la provisión de bienes y servicios públicos prestados de acuerdo con 
las soluciones brindadas." Así como "(...) garantizar la flexibilización de la oferta de 
las diferentes medidas de atención, asistencia y reparación a las víctimas para el 
cumplimiento de lo dispuesto en la presente ley" 
De otro lado, cabe resaltar que la ley 387 de 1997 en el artículo 19 numeral 2, 
establece que el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural como integrante del 
Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada hoy SNARV., 
Debe contribuir al diseño y ejecución de programas para su atención en el 
componente de estabilización socioeconómica, que según el artículo 17 de la 
citada ley estableció la obligación para el Gobierno Nacional de promover 
acciones y medidas a mediano y a largo plazo para generar condiciones de 
sostenibilidad económica y social. 
 En este orden de ideas se encuentran destinadas a la población desplazada en el 
marco del retorno voluntario o reasentamiento en otras zonas rurales o urbanas; 
medidas que deben permitir el acceso directo de la población víctima a la oferta 
social del gobierno, en particular a los programas relacionados con: I) Proyectos 
Productivos II) Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural 
Campesino III) Fomento de la Microempresa IV) Capacitación y Organización 
Social V) Atención Social en Salud, Educación, Vivienda Urbana y Rural, la niñez, 
la mujer y las personas de la tercera edad. 
El Grupo de Atención a la Población Víctima del Conflicto Armado Interno del 
MADR, fue creado dentro del Despacho del Viceministro de Desarrollo Rural, 
mediante la resolución No. 137 de febrero del 2014, con el objetivo de realizar 
labores de promoción, articulación y coordinación al interior de las Direcciones del 
Ministerio para el diseño de acciones, programas o proyectos que permitan dar 
cumplimiento a la política pública de atención y reparación integral a víctimas del 
conflicto armado y la protección de los derechos de los pueblos indígenas y 
afrocolombianos; así como acompañar a las Oficinas de Apoyo Estratégico en el 
seguimiento de los instrumentos de planeación, monitoreo y evaluación de la 
política pública a víctimas, a saber, El Plan de Acción, El Plan de Fortalecimiento 
Institucional y el Sistema de Información de Atención a Población Víctima- SIPOV. 
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Siendo así, el Ministerio de Cultura y Desarrollo Rural- MADR, y la unidad para la 
atención y reparación integral las víctimas- UARIV suscribieron el convenio 
interadministrativo No. 201511041259 del 30 de diciembre de 2015, con el 
siguiente objeto:  
“Aunar esfuerzos de articulación interinstitucional entre el Ministerio de Agricultura 
y Desarrollo Rural y la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas, con el fin de coadyuvar en la implementación de las componentes 
dirigidos a la prevención, asistencia, atención y reparación integral a las víctimas 
establecidas en la Ley 1448 de 2011, Decretos Ley 4633, 4634 y 4635 de 2011 y 
demás normas complementarias, que permitan la puesta en marcha de acciones, 
actividades y estrategias de planeación, seguimiento y evaluación de la política 
pública de víctimas.”  
De otro lado, es importante señalar que, en desarrollo de ello, la ley 1753 de 
201556, estableció como uno de los objetivos más importantes: la consolidación de 
la paz en todo el territorio nacional, la seguridad y la plena vigencia de los 
derechos humanos, y la protección de las víctima de conflicto, hará lo cual 
determinó nuevas orientaciones a la Unidad para la Atención y Reparación Integral 
a las Víctimas- UARIV tendientes a adelantar las acciones pertinentes ante las 
distintas entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación 
a las Víctimas SNARIV para garantizar la efectiva atención integral a la población 
víctima del conflicto armado especialmente relacionada con los derechos mínimos 
como la vivienda rural a cargo del Ministerio De Cultura Y Desarrollo Rural y así 
como la formalización de la propiedad rural, el subsidio integral de reforma agraria 
y demás componentes que permitan la construcción de la paz. 
 
2.7. EPIGRAFE 2.  
La protección individual rural: cuando se presentan hechos violentos a una 
persona que es pobladora rural o urbana y deba abandonar su predio por estos 
hechos, es en ese momento que requiere la protección del mismo, debe solicitar el 
ingreso del predio a la RUPTA, con el fin que las autoridades competentes den 
inicio al procedimiento para impedir cualquier acción de enajenación o 
transferencia de títulos de propiedad de los bienes abandonados. 
                                            
56 Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018, "Todos por un nuevo país". 
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 En este orden de ideas toda al realizar los procedimiento contra la voluntad de los 
titulares de los derechos, ya sean propietarios, poseedores, tenedores u 
ocupantes el que le sea propio y que deseen que se proteja su predio y los 
derechos que sobre el ejercían.  
Ahora bien, el RUPTA que es el registro en el cual ingresa los predios 
abandonados por la violencia, allí se les asigna un numero consecutivo, debe 
estar acompañado de la declaratoria que hace el ciudadano. Surge la obligación 
para el estado de proteger ese predio, evitando así que se transfiera a un tercero.  
Existen dos rutas una colectiva y la otra individual como ya se había mencionado. 
Tiene varias finalidades según el caso, que hasta el año 2016 se estaban 
activando según fueran las formas de ocurrencia del hecho. 
En el evento en el que se haya producido un desplazamiento forzado, se identifica 
y evidencian los derechos, las actividades y las relaciones, que se ejercían antes 
del desplazamiento, respecto de los predios que se quieran ingresar, cuando 
existe el riesgo de desplazamiento se deja constancia, esto con un carácter 
preventivo, del ejercicio de los derechos y de la existencia de los mismos, las 
actividades y las relaciones que las personas que ejercen sobre los predios. 
En los casos anteriormente descritos, con los mecanismos de protección se 
ampara la voluntad de los titulares en el caso de que se pretendan enajenar o 
transferir los derechos sobre sus predios. De igual forma es de importancia que 
con este mecanismo se publicita la relación que tiene la persona con el bien o el 
predio objeto de protección. 
De igual forma con el mecanismo de protección se permite garantizar el ejercicio 
libre de la voluntad en la celebración de actos que tengan por finalidad la 
disposición del bien, facilitando la relación del titular con el inmueble, o predio, al 
servir de medio probatorio donde se ve afectado o amenazado el desplazamiento 
o por el riesgo de desplazamiento. 
 Oponerse en los procesos de declaratoria de caducidad o revocatoria 
directa de las resoluciones de adjudicaion de tierras que adelante la agencia 
nacional de tierras anteriormente adelantados por el INCODER. 
 Oponerse en procesos de pertenencia y de saneamiento de la propiedad 
(ley 1182 de 2008). 
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 Iniciar las acciones reivindicatorias y policivas para recuperar la posesión 
material del bien abandonado. 
 Hacerla valer en procesos penales relacionados con la tierra en los que sea 
parte. 
 Oponerse en los procesos de extinción de dominio. 
 Hacerla valer en procesos administrativos con fines de reparación, en 
procesos judiciales y restitución57. 
2.8. Poseedor:  
Contiene tres especies reconocidas en la ley, se definen a continuación: 
2.8.1. Poseedor civil: es la persona que use goza con ánimo de señor o dueño un 
bien determinado (artículo 762 y 2528 del código civil). 
2.8.2. Poseedor hereditario: es la persona a quien la ley llama recibir la herencia 
desde que fallece el causante de cuya asociación se trata (artículo 1013 en el 
momento de la muerte del causante, la posesión de la herencia que en la 
encabeza el heredero (artículo 757 del código civil); sin embargo, ellos no lo 
faculta para disponer (enajenar, vender, ceder, regalar, etc.) de los inmuebles que 
hacen parte de la sucesión. 
2.8.3 Poseedor inscrito: figura que el código civil establecía para la inscripción en 
el registro no sólo en la propiedad de inmuebles, sino también de la posesión 
sobre ellos. Desde la expedición del decreto 1250 de 1970 no es posible abrir 
nuevos folios para registrar presiones. 
2.8.4 Objeto de la protección para el poseedor: 
 se acredita la posesión en un proceso de declaración de pertenencia 
 da inicio a las acciones civiles y policías con el fin de recuperar posesión 
material del bien abandonado. 
 En un proceso penal se hace valer toda vez si se encuentra relacionado con 
la tierra en los que sea parte. 
 En procesos administrativos y judiciales se hace valer con fines de 
reparación y restitución. 
                                            




 En el transcurso del tiempo que la persona se encuentra en estado de 
vulnerabilidad al ser desplazado se entiende que sigue poseyendo el bien de 
manera ininterrumpida (artículo 27, inciso 1 de la ley 387 de 1997). 
2.9 Objeto de la protección para el ocupante: 
En relación de la persona con el inmueble, facilita la prueba donde se certifica que 
hay una amenaza o un posible riesgo de desplazamiento 
 da inicio a las acciones civiles y policías con el fin de recuperar posecion 
material del bien abandonado. 
 En un proceso penal se hace valer toda vez si se encuentra relacionado con 
la tierra en los que sea parte. 
 En procesos administrativos y judiciales se hace valer con fines de 
restitución y reparación. 
 Se siguen acumulando los periodos de ocupación y de abandono, a fin de 
cumplir con el tiempo exigido por la ley para acceder a la titulación del predio 
baldío (artículo 7 Decreto 2007 de 2001). 
2.10 Objeto de la protección para el tenedor: 
En relación de la persona con el inmueble, facilita la prueba donde se certifica que 
hay una amenaza o un posible riesgo de desplazamiento 
 En un proceso penal se hace valer toda vez si se encuentra relacionado con 
la tierra en los que sea parte. 
 En procesos administrativos y judiciales se hace valer con fines de 
restitución y reparación. 
 Le permite ser incluido en programas socioeconómicos 





                                            




Después de la expedición de la ley del 387 de 1997 en su artículo 19 donde 
establecía como se debía prestar en forma eficaz y oportuna la atención a la 
población desplazada, esto dentro del esquema de coordinación del sistema 
nacional de atención integral a la población desplazada, que posteriormente fue 
modificado por el párrafo uno del artículo 28 del decreto 2365 de 2015 donde se 
dispuso que el RUPTA para efectos de su administración se trasladaría a la 
unidad de restitución de tierras. 
3. EPIGRAFE 1  
El proyecto protección de tierras y patrimonio de la población desplazada inició 
actividades en el año 2003 aunando fuerzas con la cooperación internacional, que 
se encuentra representada por el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los refugiados- ACNUR- la Agencia de los Estados Unidos de América para el 
Desarrollo Internacional- USAID- la Unión Europea, el Banco Mundial, la Agencia 
Sueca de Cooperación Internacional para el Desarrollo-USAID. 
En un principio el proyecto se encontró adscrito a la Red de Solidaridad Social y 
posteriormente se localizó en la Agencia Presidencial para la Acción Social y la 
Cooperación Internacional. El proyecto fue basado en un enfoque donde el 
reconocimiento y la protección de los derechos en primera medida tutelando la 
tierra y el territorio, que poseen un proceso de evolución de regulación legislativa, 
referente a la tenencia, restitución y reparación de las víctimas del despojo y el 
abandono de tierras. 
El estado dispuso en su momento intervenir en los procesos de administración de 
tierras, el proyecto de igual forma reconoció los derechos de propiedad sobre los 
predios rurales consolidando así la Red Interinstitucional de protección, 
conformada en el 2015 por el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural-INCODER-
, la superintendencia de Notariado y Registro- SNR-, Instituto geográfico Agustín 
Codazzi- IGAC-, Y el Ministerio Público.  
                                                                                                                                     





El proyecto ha formulado propuestas y con su dos normativos de igual forma 
diseñando consigo procedimientos e instrumentos para la variedad de las formas 
de acción en su tiempo de vigencia en el cual se encuentre funcionando. La 
protección que se quiere reconocer es hacia los derechos informales de 
poseedores, ocupantes y tenedores, de esta forma la legislación especial 
pertinente para los territorios a grupos étnicos y personas que se encuentran en 
especial condición de vulnerabilidad no son las mujeres y la niñez huérfana para 
ello se han creado mecanismos dispuestos para salvaguardar dichos derechos 
con las Rutas de Protección establecidas para las víctimas de desplazamiento 
forzado a causa del conflicto armado interno en Colombia o por otro lado no sean 
apropiados ilegalmente por los causantes del desplazamiento o del despojo ni 
terceros. 
En el año 2010 se iniciaron mecanismos para establecer los mecanismos 
requeridos que se necesitaban para lograr la restitución de los derechos sobre 
bienes inmuebles rurales que fueron despojados a causa del conflicto armado 
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interno, siendo apropiados a través de instrumentos con apariencia de ilegalidad; 
ya sea por medio de documentación falsa, con esto se recolecto información de 
las modalidades empleadas para el despojo y lo más importante se puede 
identificar las vías para iniciar la restitución material de los inmuebles. 
Ahora bien, para el proyecto protección de tierras y patrimonio de la población 
desplazada se encuentra descripta por las rutas de protección colectiva, individual 
y étnica que dan orientaciones sobre la protección de los derechos patrimoniales 
de las mujeres víctimas y de los niños y adolescentes huérfanos60. 
3.1. EPIGRAFE 2.  
El ministerio del interior apoyó técnicamente durante el 2015, la formulación de 
100 planes integrales de prevención y protección a nivel municipal, permitiendo el 
desarrollo de acciones directas de prevención y protección para personas y 
comunidades en riesgo identificadas. Siendo éstos la herramienta de política con 
la que cuentan gobernaciones y alcaldías para orientar y articular la 
institucionalidad respecto al análisis y la gestión de riesgo a nivel territorial. 
A nivel de la población rural desplazada o en riesgo de desplazamiento, se 
desplegarían una serie de medidas tendientes a asegurar jurídica e 
institucionalmente los bienes afectados, de las cuales son responsables La Unidad 
de Restitución de Tierras, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, el 
Instituto Geográfico Agustín Codazzi, la Superintendencia de Notariado y Registro, 
Acción Social, y los Comités de Atención a la Población Desplazada. 
Las anunciadas medidas son las siguientes: 
“1. Consolidar la red institucional de protección de bienes patrimoniales, con el fin 
de articular los procedimientos, mecanismos e instructivos que pongan en práctica 
lo preceptuado en el Decreto 2007 de 2001. 
2. Como medida de protección de los bienes rurales abandonados por la violencia, 
estos serán inscritos en el Registro Único de Predios con el objeto de que las 
autoridades competentes procedan a impedir cualquier acción de enajenación o 
transferencia de títulos de propiedad de estos bienes. 
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desplazada, acción social, páginas preliminares, Pag. 13-14. 
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3. Asegurar la protección individual de predios a quienes acrediten la propiedad, 
aplicando los instrumentos desarrollados para tal efecto. 
4. Afianzar la protección de carácter colectivo, para lo cual los Comités 
Territoriales de Atención Integral a la Población Desplazada, emitirán la 
declaratoria de riesgo inminente de desplazamiento o de desplazamiento forzado 
por la violencia, aplicando las herramientas contenidas en el Manual General de 
Procedimientos y guías en desarrollo del Decreto 2007 de 2001. 
5. Proceder administrativa y jurídicamente a la protección de los bienes 
abandonados o en riesgo de serlo, acatando las directrices impartidas por la 
Superintendencia de Notariado y Registro. 
6. Elaborar los informes por parte de los Comités de Atención a la Población 
Desplazada, con base en los registros completos de los predios rurales y la 
cartografía disponible sobre las zonas objeto de la declaratoria, para lo cual el 
Instituto Geográfico Agustín Codazzi, suministrará la información pertinente. 
7. Continuar implementando acciones de Capacitación dirigidas a los 
Procuradores Judiciales, Ambientales y Agrarios, los Procuradores Regionales y 
Provinciales, acerca de los procedimientos generales y competencias 
institucionales para la protección de los bienes inmuebles de la población 
desplazada. 
8. Impulsar mecanismos alternativos que propendan por la resolución de disputas 
comunitarias sobre el uso, manejo y apropiación del territorio, así En todo caso, es 
de tener presente que se necesita un mayor compromiso a nivel de Gobierno para 
lograr una protección clara, tanto en la implementación de las políticas, como en la 








Las estrategias, programas y proyectos fueron reportadas por 20 entidades que 
conforman la comisión intersectorial y se encuentran presentadas en 1056 
municipios de los cuales se reportan como vigentes 54 estrategias o programas 
orientados a la prevención de las mencionados vulneraciones o población 
vulnerable que se desarrollan entre 1 y 24 estrategias de prevención. 
Los principales resultados obtenidos en el periodo julio de 2015 a junio 2016 
fueron: En cuanto la protección de personas víctimas de desplazamiento forzado y 
testigos de la ley 975 de 2005 que se encuentra coordinada por la Unidad 
Nacional de Protección62. 
A  16 mayo 2016, se había logrado evaluar el riesgo de 4131 personas, como 
resultado de esta evaluación se incluyeron en el programa de protección a 612 
personas, de las cuales se han adoptado 2570 medidas de protección diversas. 
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62 Informe anual del presidente de la República, sobre los avances en la ejecución y cumplimiento 
de la ley 1448 de 2011. Agosto de 2016. 
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Se llevaron a cabo ocho talleres dirigidos a funcionarios de las entidades 
encargadas de operar el programa de protección (Policía Nacional, la Fiscalía 
General de la nación, la defensoría del pueblo, Procuraduría General de la nación 
y demás entidades) 
63 
ahora bien, respecto de la población vulnerable en condición de desplazamiento 
forzado por el conflicto armado interno "persona reclamante tierra" y "víctima de 
derechos humanos e infracciones al derecho internacional humanitario", la UNP 
realizó evaluaciones por primera vez y revaluaciones a 1821 estudios de riesgo en 
el año 2015 y 893 en los primeros cinco meses del año 201664. 
Entre el período del 1 enero 2015 y el 31 de mayo de 201665 la superintendencia 
de notariado registro, como entidad como administradora con elenco de (en 
liquidación) ha atendido a 1756 solicitudes de protección y ha ingresado en la ruta 
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64 Estos datos corresponden a la protección de las siguientes poblaciones: dirigentes, líderes y 
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tierras; personas en condición de desplazamiento; persona reclamante tierra; víctimas de violación 
de derechos humanos e infracción al DIH 
65 Informe anual del presidente de la República, sobre los avances en la ejecución y cumplimiento 
de la ley 1448 de 2011. Agosto de 2016. 
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808 predios para protección jurídica. Cabe mencionar que en este período se 
presentaron y atendieron 213 solicitudes de cancelación de las medidas de 
protección. 
De igual forma se realizó el proceso de evaluación de tres medidas de protección 
colectiva que afectaron a 341166 predios de los departamentos de César, Vichada 
y Bolívar. Además en cuatro casos se ha realizado el proceso de levantamiento de 
medidas de protección colectiva de 4300 predios ubicados en Tolima, Antioquia y 
Cundinamarca. 
67En relación con la protección colectiva de territorios étnicos, sea protegido 
115,836 ha de comunidades negras y 122,200 hectáreas de comunidades 
indígenas.  
 
En cuanto al marco de la ruta de restitución de derechos territoriales, de manera 
particular sobre el retorno y la reubicación, desde el año 2012 se han 
implementado 141 esquemas especiales de acompañamiento comunitario, de los 
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cuales 70 y todos han sido focalizados en sujetos de reparación colectiva y hacen 
parte de las medidas identificadas por la comunidad como fundamentales para la 
sostenibilidad del territorio. 
Durante el período de reporte del presente se interpusieron tres demandas de 
restitución étnica indígena, así como siete solicitudes de medidas cautelares de 
protección de derechos territoriales indígenas. En el caso de comunidades negras, 
se han interpuesto seis demandas y dos medidas cautelares. 
Respecto de ello, se cuenta con la sentencia de restitución de derechos 
territoriales en favor del Consejo comunitario "renacer negro" (Cauca) expedida el 
1 julio 2015. Se trata de un territorio con un aria de 71,149 hectáreas68; a él 
pertenece la cuenca del río Timbiqui qui y las quebradas Cheche, Realito y Sese. 
Agrupa a más de 739 familias, conformados 4.572 personas, ubicadas en las 
comunidades de Santa María, San José, Realito y Chete, el Charco, Macaco, San 
Miguel, la fragua y Velázquez. 
Por otra parte, el 5 abril 2016 se expidió la sentencia de restitución de derechos 
territoriales en favor de los indígenas Embera Dovida del Resguardo Eyaquera 
(Chocó) donde un territorio constituido como resguardo que abarca 3418 ha de 
extensión y donde habitan una población estimada de 16 familias, constituidas por 
133 personas. 
De igual forma, la Unidad De Tierras ha solicitado un total de 19 medidas 
cautelares, de las cuales se interpusieron 10 solicitudes, buscando proteger  
314,486 ha de territorios colectivos étnicos. 
Por otro lado en noviembre 2015, la unidad para las víctimas realizó la primera 
medición de la superación de vulnerabilidad. En consecuencia, para abril de 2016, 
el gobierno nacional contó con la primera línea base de víctimas que han 
superado su situación de vulnerabilidad ocasionada por el desplazamiento 
forzado. La medición fue realizada para 5,822,72969  víctimas de desplazamiento 
forzado incluidas en el RUV acorte 2015, lo que significa una cobertura de 92%. El 
restante 8% no fue medido por problemas de identificación o porque no cumplían 
condiciones de seguridad. 
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En el año 2015, la unidad para las víctimas acompaño 24,400 hogares en su 
proceso de retorno y reubicación, y desde 1016 ha iniciado el proceso de 
acompañamiento a 58,387 hogares de los 82827 hogares, 80,425 son procesos 
de reubicación en el sitio de recepción, 879 son retornados y 1523 decidieron 
reubicarse en un sitio diferente. 
Respecto retorna reubicación adelantado con víctimas connacionales en el 
exterior, la unidad para la atención y reparación integral a las víctimas ha brindado 
acompañamiento en el proceso de retorno a 133 hogares, en el marco de la ley 
1535 2011 de retorno solidario destinado a los colombianos víctimas del conflicto 
armado que desean retornar al país y la ley 1448 de 2011 de víctimas y restitución 
de tierras. 
Durante el período del 1 enero de 1015 a 31 mayo 16, fueron presentadas ante la 
unidad de restitución de tierras 15,208 solicitudes descripción al registro de tierras 
despojadas y abandonadas forzosamente- RTDAF- a horneados 26 se registraron 
1570 casos de alivio respecto del pasivo de predios. 
En cumplimiento de los fallos de restitución de tierras, entre enero 2015 y mayo 16 
el Instituto geográfico Agustín Codazzi ha cumplido 600 3170 sentencias con 
órdenes de actuación catastral, que abarca 1077 predios, de igual forma la 
superintendencia notariado registro ha tramitado en forma completa y adecuada 
un total de 786 sentencias dictadas por los jueces de restitución de tierras, y ha 
dado cumplimiento a un total de 3745 órdenes contenidos en dicha sentencias, 
dictadas durante el mismo período. En aplicación de esas órdenes se han visto 
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Para solucionar la traumática problemática de la población desplazada, no es 
suficiente establecer políticas correctivas destinadas a la protección de la 
población desplazada. Es necesario que el Estado establezca políticas 
preventivas, dentro de las que se encuentra necesariamente la protección de las 
tierras, siendo la tierra uno de los elementos que determina el conflicto armado, y 
por consiguiente el desplazamiento. 
 Se observa que a pesar de la existencia de mecanismos destinados a la 
protección de las tierras de la población desplazada, lo cierto es que ellos, 
después de más de diez años de su creación, no han tenido una aplicación clara, 
determinada y efectiva. Al respecto, es necesario que el Estado se comprometa 
realmente en este sentido, situación que hasta este momento no ha sido posible. 
 A pesar de la existencia de mecanismos formales de protección de tierras, lo 
cierto es que junto a ellos aparecen bloques de herramientas jurídicas que hacen 
dificultosa y poco posible su efectividad, como el caso de la simplificación del 
trámite para sanear la titulación o la reducción de términos en la prescripción 
adquisitiva, que abre la puerta para que se legalice el despojo de tierras de la 
población desplazada. 
Los programas de restablecimiento, dentro de los que se encuentra 
necesariamente la protección de las tierras, deben comprender una gama de 
opciones que no sólo respondan a las particularidades locales, sino que además 
sean elegidas, mediante compromiso mutuo, por la población víctima del 
desplazamiento y los actores locales. 
En lo que tiene que ver con la protección de tierras, y en general la protección de 
los derechos de la población desplazada, es imprescindible tener presente que el 
debate internacional acerca de las personas desplazadas ha hecho progresar el 
estudio dentro de nuestro país. En particular, el trabajo del Representante del 
Secretario General de las Naciones Unidas, que ha logrado que se comprenda 






Debe observarse que como consecuencia del desplazamiento forzado y de la 
privación de la tierra, además, de afectarse a quienes son desplazados o sus 
familias, las dinámicas sociales, económicas y culturales, tanto de los lugares de 
expulsión, como de las zonas de llegada o receptoras, también sufren alteraciones 
muy graves. 
Como lo son el alza de los  niveles de pobreza y desestabilización social la 
movilidad imprevista que incorpora el desplazamiento genera el crecimiento de la 
población de las zonas receptoras, lo que a su vez genera la proliferación de 
barrios periféricos al margen de los servicios públicos, servicios sociales, centros 
educativos y fuentes de trabajo. 
De igual forma la pérdida de la identidad campesina, el desplazamiento conlleva 
un trastorno en la identidad de los pobladores rurales, como tales, en tanto que 
pasan de ser campesinos, productores rurales, o colonos, a ser desplazados. Por 
lo general el sitio de llegada no es un espacio propicio de desarrollo, por cuanto no 
hay seguridad económica que permita recomponer la articulación a un territorio. 
Esto constituye en un problema que disminuye las dinámicas de integración social 
tan necesarias en los procesos de desarrollo y de creación del territorio 
En este orden de ideas la destrucción de los procesos socioeconómicos, cuando 
las zonas rurales de expulsión son regiones de un nivel aceptable o bueno de 
producción, se ve afectada la economía de la zona, porque por la entrada y salida 
intempestiva de población, se modifican los flujos de demanda y oferta de  
alimentos, servicios y mercado laboral. 
Ruptura y renovación de los proyectos productivos: Lo que a su vez está  
directamente ligado con la estabilidad económica y social de las familias 
En el año de 2016 la República de Colombia tuvo un avance significativo respecto 
de la finalización del conflicto armado interno y lo más importante se avanzó en la 
reparación y resarcimiento de la población víctima de este conflicto, donde se 
prioriza a las víctimas en la agenda del proceso de diálogo para la terminación del 
conflicto donde se garantiza su participación en los procesos diversos y la 
satisfacción de los derechos a la verdad, justicia, reparación y garantías de no 




Es relevante para lo que nos atañe el énfasis en algunos avances de la 
implementación de la política pública respecto de la coordinación interinstitucional 
el fortalecimiento del territorio y la complementariedad con las políticas de 
desarrollo. 
En este orden de ideas los instrumentos de planeación diseñados por el sistema 
nacional de atención y reparación integral a las víctimas pueden armonizarse con 
las demás herramientas de planeación y ordenamiento territorial copias de la 
política social. 
De esta forma la política pública de asistencia, atención y reparación integral a las 
víctimas, a través de sus diferentes mecanismos, promueve una participación 
ciudadana incluyente, incidente, deliberativa, informada e innovadora de esta 
forma los esquemas de participación efectiva de víctimas fortalecen los ejercicios 
democráticos locales, aportando a la generación de espacios de concertación 
entre el nivel nacional y territorial, y la sociedad en general. 
Ahora cabe concluir que tras cinco años de la ley de víctimas 1448 de 2011 su 
implementación en el estado colombiano cuenta con un registro de víctimas 
exhaustivo y a mayo de 2016 se reconoce la existencia de 8,068,200  del conflicto 
armado interno que han sufrido abandono o despojo de tierras, actos terroristas, 
amenazas, delitos contra la integridad sexual, desaparición forzada, 
desplazamiento, homicidio, daños por minas antipersonal, pérdida de muebles o 
inmuebles, secuestro, tortura el reclutamiento de niñas, niños y adolescentes en el 
marco del conflicto. 
Desde abril de 2016 el gobierno nacional cuenta con la primera línea base de 
víctimas que han superado situación de vulnerabilidad ocasionada por el 
desplazamiento forzado. La medición fue realizada para 5,822,72971 víctimas de 
este cemento forzadas incluidas en el RUV acorte 2015, lo que significa una 
cobertura de 92%72. 
No obstante, los notables avances frente a la reparación integral de la población 
víctima, se tiene el convencimiento que la mayor garantía de no repetición, es el 
fin del conflicto armado interno. 
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5.1  Fuentes e instrumentos de recolección de información 
5.2  Fuentes secundarias 
Para la recolección de información se acudió a informes estadísticos (incluidas 
encuestas, entrevistas, sondeos, realizados en otras investigaciones) con los 
cuales se obtuvieron cifras aproximadas de las víctimas de este delito, para tener 
una idea lo más aproximada de cómo combatir este delito. De igual forma se 
puede adquirir información secundaria para identificar las causas, consecuencias 
reales en la sociedad directamente afectada, creando así una prevención real y 
aplicable para esta.| 
5.3 Instrumentos: 
En el proyecto de investigación se utilizaron independientemente instrumentos, 
que llevaron a una verdadera comprensión considerando los métodos de 
investigación como un intento planificado y sistemático de desarrollar 
conocimiento y hacer que sea comprobable.  
Metodológicamente eso significa que en la adquisición de conocimiento hay que 
proceder de manera sistemática y reflexiva, de tal manera que la producción de 
conocimiento se lleve a cabo con independencia del investigador y con ello se 
satisfaga el principio fundamental de la objetividad. Esto es válido tanto para los 
instrumentos cuantitativos como para los cualitativos en la recolección de datos.  
Los instrumentos se orientan por los criterios de la adecuación y la aceptación en 
la comunidad científica, así como del costo y beneficio. Además, deben sopesarse 
las ventajas y las desventajas. Hay que reflexionar permanentemente sobre los 
pasos que hay que recorrer al aplicar los instrumentos seleccionados y lo mismo si 
son adecuados.  
 Videos. Consultar videos relacionados con el tema. 
 Películas. Será una forma de obtener conocimiento dicha problemática a 
través de películas que maneje situaciones similares a los cuales se hará 
referencia en dicho estudio  
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Encuestas y Entrevistas.  Con base en investigaciones aplicadas que permitan 
conocer el punto de vista de las personas hacia el problema que se trata y a su 
vez permite recopilar información sobre el grado de conocimiento de los temas 
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